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La investigación identifica la problemática actual que existe en Bogotá en el sector 
del centro de la ciudad, frente a la vinculación al sistema de seguridad social de los 
trabajadores informales, pues está situación va en crecimiento debido a la ausencia de 
políticas públicas de inclusión de dicha población permitiendo así un efectivo desarrollo del 
derecho al trabajo.  
 
La problemática radica en el trabajo informal, el cual es uno de los principales 
problemas económicos y sociales de Colombia, ocupa más del 50% de la población 
económicamente activa del país. Este hecho nos lleva a realizar el presente trabajo de 
investigación que tiene un contexto socio jurídico actual, al referirse a una situación de 
vulnerabilidad laboral, debido a ineficacia de la regulación legal vigente, que, aunque existe, 
deja de lado aspectos relevantes como el de la inclusión de los trabajadores informales en un 
sistema de seguridad social integral.  
  
la desprotección que puede llegar a interpretarse como una omisión clara del estado 
por no integrar socialmente a los trabajadores informales, y sin embargo son contados dentro 
de las estadísticas para determinar la tasa de desempleo y ocupación, pero no para garantizar 
la seguridad social de estos trabajadores informales, el Estado aunque ejecuta de programas 
sociales, estos no tienen mayor publicidad lo cual hace que esta población no pueda acceder 
a los mismos, con las nuevas teorías de Jeremy Waldron, es posible encontrar que un Estado 
con escasas políticas que unifiquen las condiciones sociales de la población en general, es un 
país que acepta la violencia y la ilicitud como medios para que su población se sostenga. 
 
La presente investigación busca determinar la existencia de un estado de 
desprotección en seguridad social para los trabajadores informales o desprovistos de una 
relación laboral sustancial en Bogotá D.C. lo anterior se realizará estableciendo los 
contenidos teóricos que expliquen el funcionamiento del actual régimen de seguridad social, 




          Determinando a su vez los problemas legales y jurisprudenciales que sustentan un 
estado de desigualdad en la protección en seguridad social y proponer un modelo de 
protección adicional a los existentes enfocado al aseguramiento de los trabajadores que 
carecen de un vínculo jurídico laboral. 
 
Este trabajo no solo concluye que efectivamente existe tal desprotección, sino que 
deja de lado la mera investigación descriptiva, y se enfoca en buscar soluciones al problema, 
aunque no completas por la enorme labor que conlleva y que se debe incurrir en un esfuerzo 
común entre varias generaciones de investigadores para completarlo, pero sí inicia con una 
propuesta de solución, en consecuencia, este estudio parte de la hipótesis de que 
efectivamente existe un estado de vulnerabilidad de los derechos a la seguridad social de los 
trabajadores informales, que dicha vulneración es consistente en la falta de políticas de 
integración que puede tomar el Estado colombiano, y a partir de un amplio análisis y 
reflexión de las causas y consecuencias, se propone la creación de una caja de solidaridad 
que permita no solo un ahorro subsidiado a los informales, sino una expensa solidaria para la 
vejez, la invalidez y la muerte en casos de imposibilidad de cotización. 
  
La investigación realizada es de tipo mixta, en la que se conjugan elementos y medios de 
recolección de datos cuantitativos y cualitativos, teniendo en cuenta que en el primer capítulo 
se hace una colección de teorías y argumentos jurídicos que permiten desarrollar los objetivos 
específicos, y en el tercer capítulo se refuerzan las conclusiones mediante datos estadísticos 
y objetivos. El método es el de la observación científica, la cual permite tener contacto con 
el objeto de investigación, determinar la realidad del problema jurídico entendiendo que si 
bien ya existen investigaciones que tratan la inequidad y la desprotección en seguridad social, 
una propuesta para mejorar estas condiciones es un tema novedoso que no se había propuesto, 
por lo menos en una monografía de investigación.  
 
El enfoque paradigmático empleado es el enfoque de estudio sobre la desigualdad 
presente en Amartya Sen. Finalmente, para la triangulación, o planteamiento diagramático 
del problema de investigación se tomaron tres ideas fundamentales: (i) El principio de 
8 
 
igualdad y el valor de la equidad como directrices para la protección en la seguridad social, 
(ii) El conjunto de hechos y evidencias fácticas que demuestran la inequidad (iii) El conjunto 
de sentencias que desarrollan la desigualdad y la deficiente universalidad del sistema general 
de seguridad social.  
 
La investigación se dividió en III capítulos, los cuales se desarrollan basados en los 
siguientes temas: El estado de arte, en el cual se realiza una recopilación histórica de la 
evolución del derecho al trabajo desde sus inicios en la Edad Media, aunque en dicha época 
se hablaba del derecho al trabajo éste se desarrollaba como un tema de esclavitud, en el cual 
se hacía uso de esclavos no como personas sino como cosas, los cuales no contaban con 
derecho ni remuneración sino eran dirigidos por orden de sus amos y solo ganaban el derecho 
a comer y dormir. Posteriormente, se avanza con la creación de la OIT, dicho órgano empieza 
a garantizar los derechos de los trabajadores, con unas garantías mínimas que no se podían 
pasar por alto, dicho análisis se realizó hasta obtener conceptos actuales referenciados en el 
Código Sustantivo del Trabajo. 
 
Además, contiene unos referentes teóricos conceptuales, basados en el desarrollo de 
dos variables en los cuales se analiza la posición de diferentes autores que desarrollan la falta 
de gestión pública para regular el trabajo informal, a través de obras y trabajos de 
investigación, las cuales fundamentan dicha investigación. También se realizó el de la 
normatividad vigente, teniendo además en cuenta normas de trascendencia en el ámbito 
laboral frente a la regulación de dicha problemática, desde los inicios de la OIT y sus 
convenios hasta la vigente durante los últimos dos años, como lo es el Plan de Desarrollo de 
Bogotá del gobierno actual y el nuevo Código de Policía. 
  
En el segundo capítulo encontramos el enfoque metodológico, se adelantó su 
desarrollo en la práctica mediante un método cuantitativo que se compone de un diagnostico 
mediante encuestas tabuladas a trabajadores informales, en el cual se evidencia que la 
mayoría de encuestados ejercen la actividad laboral informal debido a la falta de 
oportunidades para ingresar a la formalidad, pues por requisitos de educación y edad no los 
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aceptan en la mayoría de empresas, lo cual no permite el nreso al sistema de seguridad social 
por el alto costo de cotización. 
 
También se realizaron entrevistas a un trabajador informal y a dos especialistas en 
derecho laboral y a un trabajador informal, con el fin de evidenciar la problemática actual 
planteada. El trabajador informal nos ayudó a demostrar que la problemática actual crece día 
a día por la falta de intervención estatal pues, aunque crean normas de regulación para dicha 
actividad no desarrollan mecanismos de inclusión al sistema de seguridad social y de 
reorganización de dichos trabajadores, son temas que siempre quedan de lado. Y el 
especialista nos revela la vulneración de los derechos humanos de dicha población por la 
falta de garantía en el desarrollo del derecho al trabajo y la vinculación a la seguridad social. 
  
Y finalmente concluimos, con base a lo anteriormente mencionado, que el derecho al  
acceso al sistema de seguridad social se encuentra vulnerado, y se evidencia la falta de 
responsabilidad estatal frente a la regulación y garantía de dichos trabajadores en un sistema 
laboral formal, En consecuencia y teniendo en cuenta el valor jurídico que reviste el estudio 
a este problema, se propone la necesidad de la implementación de políticas públicas 
socioeconómicas que regulen la informalidad laboral permitiendo que mediante subsidios 
otorgados por el Estado los trabajadores puedan ejercer la cotización al sistema de seguridad 
social, además de fomentar mecanismos de reorganización y métodos para incentivar y 










Capitulo I. Justificación de la existencia de un estado de desigualdad en seguridad 
social entre trabajadores formales e informales 
 
La ausencia de políticas públicas en la gestión administrativa incide en la falta de 
garantías de la seguridad social de los trabajadores informales en Bogotá D.C.; según 
FEDESARROLLO a partir del 2005 creció en Bogotá el comercio informal por el fenómeno 
social en el que se convirtió, siendo ésta una forma de encontrar la subsistencia debido a la 
falta de gestión administrativa que regule el asunto. Según la observación realizada se 
evidencia que el trabajo al ser pieza fundamental en la vida del ser humano obliga a la 
población mencionada a ejercer una labor así no sea contemplada como formal en las leyes 
preexistentes del país y que no está siendo regulado por las mismas, lo cual no permite un 
acceso fácil a la vinculación a la seguridad social. (FEDESARROLLO, 2014) 
 
Además se observa cómo los trabajadores informales se han resignado por no cotizar 
al sistema de seguridad social pues sus ingresos no permiten tal vinculación ya que la 
cotización como independientes es demasiado alta para lo que perciben mensualmente, 
además se han visto en la necesidad de ocupar el espacio público y las vías de los transeúntes 
lo cual a su vez pone en riesgo su vida pues se encuentran expuestos a diferentes 
circunstancias sin contar con alguna protección de riesgos laborales, circunstancias tales 
como, someterse diariamente a la inclemencia del clima, que es variable en el centro de 
Bogotá, la competencia de la clientela, la humillación y discriminación por parte de las 
autoridades públicas y de los transeúntes; y el Estado al no regular esta actividad genera que 
los trabajadores informales vean esta actividad como única opción de encontrar una base para 
su sustento diario. 
 
1.1. Cifras demostrativas que justifican la desprotección en seguridad social para 
trabajadores informales  
 
Se observó que es una cifra mínima y escasa aquellos que tienen vinculación al 
Sistema de Seguridad Social, se denota claramente que los subsidios que el Estado brinda 
son ineficaces e ineficientes, para cubrir a esta población e igualmente la mayoría está 
11 
 
desprotegida, por ende, no están cotizando para la pensión, tampoco salud, ya que el valor 
para cotizar como independiente son elevadas lo cual no permite la vinculación a esta por 
parte de los comerciantes informales. (Departamento Administrativo Nacional De 
Estadística, 2017).  
 
Se observa como la gestión administrativa no está garantizando el derecho a la 
vinculación al sistema de seguridad social, por la existencia de vacíos normativos en las 
políticas públicas vigentes, lo cual frustra su real protección. Esto se debe a la falta de 
mecanismos por parte del Estado frente a la formalización y vinculación de todos los 
trabajadores informales a un régimen laboral nacional en la ciudad de Bogotá, ya que de esta 
manera dicha población podría ejercer el derecho al trabajo de una forma digna y justa como 
bien lo establece la Carta Política de Colombia. 
 
Por eso surge el interrogante ¿De qué manera las políticas estatales efectivamente 
encaminadas a la reducción de las tasas de informalidad o regulación de las actividades 
laborales informales podrían ofrecer alternativas de vinculación a un sistema de seguridad 
social subsidiado? 
 
La Carta Política de Colombia determina que debe existir eficacia normativa por parte 
del Estado frente a la formalización y vinculación de todos los trabajadores informales a un 
régimen laboral nacional permitiendo así la vinculación al sistema de seguridad social de una 
forma digna y justa como bien lo establece. Es por eso que se coincide con lo planteado por 
las autoras Elsa Vásquez y Eliana Martínez (2013), quienes establecen la necesidad de la 
implementación de una política pública que regule la protección a los trabajadores 
informales; lo cual permite un eficaz ejercicio de los derechos laborales. 
 
Dicha investigación tiene como objetivo describir el proceso histórico que ha tenido 
el trabajo informal y cuál es el ámbito de protección social de los trabajadores informales en 
la legislación laboral nacional, que garantice para dicha población el derecho a un trabajo 





Luego de realizar la descripción del problema de la no inclusión en el sistema de 
seguridad social y de la actividad laboral informal en Bogotá se pretende, analizar la visión 
de los trabajadores informales en cuanto a las garantías que debe propender el Estado y que 
cubren las necesidades básicas de un trabajador en un empleo justo y digno, tales como 
salario mínimo vital y móvil, estabilidad laboral, entre otros. 
 
Revisar las normas y políticas públicas distritales vigentes, e identificar cuáles han 
sido los vacíos normativos y compararlos con los resultados ofrecidos en el trabajo de campo 
lo cual evidencia que es lo que no ha permitido el acceso a la seguridad social y que ha 
llevado a la comunidad a trabajar de manera informal a lo largo de la historia. Y proponer 
una salida que garantice la inclusión de los trabajadores informales en un sistema de 
seguridad social integral lo cual permita la protección de los derechos laborales de dicha 
población. (Escuela Nacional Sindical, 2017). 
 
Es necesario determinar la evolución del derecho al trabajo a lo largo de la historia, y 
su consecuente reconocimiento y protección a la vinculación a la seguridad social  es por eso 
que se aborda en las etapas de mayor connotación en el campo.  
 
El primer momento histórico que se encuentra en relación con el derecho del trabajo 
es en la Edad Media en la que si bien es cierto los derechos son mínimos, se empieza a 
permitir el descanso dominical por cuestiones religiosas, para entonces el cristianismo, en 
casi toda Europa. Se crearon los Gremios (haciendo referencia al conjunto de personas que 
ejercían la misma profesión u oficio, de igual manera aquellos que poseían los mismos 
estados sociales constituidos por maestros, oficiales y aprendices bien sea de un mismo arte, 
de un mismo oficio o de una misma profesión regida por estatutos particulares, tendiendo 
así a enaltecer la común labor y la mejor moral de sus integrantes.  
 
De esta manera, se entiende como la finalidad de los gremios la reglamentación de 
las Corporaciones de oficio a través de los Estatutos, en aquellos se restaban la libertad 
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personal y profesional, pero también devolviendo otros valores como la moralidad que 
constituía: las transacciones y beneficios no deseados. 
 
En segundo lugar, se refleja cómo momento histórico la Edad Moderna, en esta época 
con la Revolución Francesa de 1789 se impone el Principio de libertad contractual. Los 
Decretos de Allard y la Ley de Chapellier prohíben el derecho de organización profesional 
en asociaciones y conmina a concertar los salarios por libre convenio por los patrones. 
Posteriormente la Ley Waldeck-Rousseau abroga las dos disposiciones anteriores. Con esta 
Revolución Industrial se organizan las empresas y aparece la legislación que protegen al 
trabajador.  
 
Los progresos científicos tuvieron gran repercusión en las aplicaciones industriales. 
Durante esta revolución Industrial la jornada laboral se constituía de 17 horas.  La 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) se creó en 1919 después de finalizada la 
Primera Guerra Mundial y con el Tratado de Versalles, reflejando así una justicia social para 
que de esta manera se logre una paz universal y permanente. (Organización Internacional del 
trabajo, 2015) 
 
Posteriormente la Ley Waldó a la creación de la OIT, fue provocada por 
consideraciones humanitarias sobre seguridad política y económica que, según su 
constitución de la OIT, se encontraban movidas por los "sentimientos de justicia y 
humanidad, así como por el deseo de asegurar la paz permanente en el mundo". Considerando 
que existen condiciones de trabajo que entrañan tal grado de injusticia, miseria y privaciones 
para gran número de seres humanos, que el descontento causado constituye una amenaza 
para la paz y armonía universal; y considerando que es urgente mejorar dichas condiciones. 
 
La OIT ha realizado aportes importantes al mundo del trabajo desde sus comienzos. 
La primera Conferencia Internacional del Trabajo en Washington en octubre del año 1919 
adoptando así 6 Convenios Internacionales del Trabajo, refiriéndose a las horas de trabajo en 
la industria, al desempleo, a la protección de la maternidad, el trabajo nocturno de las 




Con la consecución de los derechos al trabajo y ya visto como un derecho 
fundamental, además de estar protegido en diversos tratados internacionales, el control se 
ejerce de forma sustancial. La OIT tiene jurisdicción en varios países, y busca que estos 
(sobre todo los de vía de desarrollo) logren la protección al empleo, incluyendo las 
prestaciones sociales obligatorias. 
 
La gran cantidad de normas internacionales demuestran la "internacionalización" del 
derecho al trabajo, la formación de sindicatos dejó de ser un tabú y se convirtió en algo más 
cotidiano, dejó de ser visto como una forma de revolución y hasta de rebelión contra el 
empleador. Analizando el comportamiento del derecho al trabajo a nivel nacional, se observa 
como en Colombia el primer antecedente histórico es la Recopilación de las Leyes de Indias, 
éstas tenían un "sentido social". Fue un momento histórico en el que se comienza a hablar de 
prohibición de trabajos pesados para los indígenas, pero éstas eran poco eficaces. En 1863 
en Colombia se prohibió la esclavitud. 
 
En cuanto a Constitución Política de 1991, de los principios fundamentales del 
derecho laboral en su artículo 25, determina parámetros generales que permite aplicar e 
interpretar el derecho al trabajo como principio fundamental y constitucional para la 
regulación del mismo; el trabajo es un derecho fundamental y una obligación social de todos 
los ciudadanos, por ende goza de una protección especial por parte de un Estado Social de 
Derecho que debe garantizar el trabajo en condiciones dignas y justas para todos los 
ciudadanos (Asamblea Nacional Constituyente, 1991). 
 
El Código Sustantivo del Trabajo de 1950, tiene como finalidad, poder lograr una 
justicia en las relaciones que tienen los empleadores con los trabajadores, siempre y cuando 
esté regulado y plasmado bajo un espíritu de coordinación económica y un equilibrio social 
que permita la regulación de dichas relaciones. En un Estado Social de Derecho, es necesario 
que el trabajo sea visto en condiciones socialmente obligatorias, por ende, deberá ser 
protegido por el Estado y los funcionarios públicos estarán obligados a brindar a los 
trabajadores una digna y oportuna protección para así lograr la garantía y eficacia de sus 
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derechos fundamentales, de acuerdo con sus atribuciones (Asamblea Nacional Constituyente, 
1991). 
 
El código visto como referente de la regulación laboral, que permite tener criterios 
para la creación de una legislación incluyente en la que se regule la actividad laboral informal 
y se cree un sistema de vinculación a la seguridad social que genere alternativas para el 
ingreso y cotización de dicha población.  
 
Se establece luego del análisis socio-jurídico, que se genera un problema de eficacia, 
pues aunque a lo largo de la historia se establecen parámetros y directrices legislativas no 
son cumplidas a cabalidad, esto repercute en la actualidad a nivel nacional, pues aunque se 
legisle sobre la informalidad laboral, los derechos de los ciudadanos a un trabajo justo y 
digno, es un fenómeno social el cual no tiene progreso, si no por el contrario día a día 
aumenta. 
 
Siendo Colombia un Estado social y Democrático de Derecho, tiene el deber de 
garantizar los derechos fundamentales proclamados por la Constitución Política, en los que 
se encuentra el derecho a un trabajo justo y digno del cual se desprende la protección de otros 
derechos como, la vida digna, la salud, la integridad personal, la libertad de desarrollo, entre 
otros.  
 
Es claro que existe un contenido básico del derecho al trabajo, el cual refiere los 
elementos mínimos que no pueden ser desconocidos y que deben ser siempre garantizados, 
en una visión integral, a todas las personas. Sin lugar a duda, una visión inspirada en lo 
conseguido por la OIT, a nivel global. 
 
1.2. Planteamiento jurídico y teórico de las condiciones de desigualdad en el trabajo en 
Colombia 
 
Siendo Colombia un Estado social y Democrático de Derecho, tiene el deber de 
garantizar los derechos fundamentales proclamados por la Constitución Política, en los que 
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se encuentra el derecho a un trabajo justo y digno del cual se desprende la protección de otros 
derechos como, la vida digna, la salud, integridad personal, libertad de desarrollo, entre otros. 
 
Debido a que el trabajo informal en Colombia es un fenómeno social, que día a día 
va en crecimiento, el Estado debe tomar medidas para regular tal actividad y brindar los 
medios para que los ciudadanos ejerzan a cabalidad su derecho. Tras el análisis realizado se 
evidencia que debe hacerse estas medidas desde un enfoque economicista, a continuación 
varios autores establecen criterios para esto. 
 
Para Auxilio Palacio Lópera, El trabajo es una actividad generadora de progreso, 
dignifica al hombre y ayuda al mejoramiento de la calidad de vida de la persona desde el 
ámbito ético. Además de ser hoy uno de los derechos fundamentales, con más protección y 
tutela en los convenios internacionales y en los ordenamientos jurídicos de nivel nacional e 
internacional; por ello se actualizan, se aplican y hacen realidad, dignificando a la persona 
vinculada a una relación laboral (2007). 
 
Para el cumplimiento de tal derecho se tiene como base que es un Derecho Protegido 
Constitucionalmente en el que se debe tener como pilar la protección estatal frente a la 
dignidad humana cuya protección es a nivel internacional como nacional, la cual es incluida 
en el bloque de constitucionalidad en la Carta Política. También establece que debe realizarse 
bajo un sistema de justicia social, pero con un enfoque legal y normativo, por medio de la 
cual se regulara las relaciones laborales, pero como pilar respetando la dignidad humana, en 
estas relaciones deben establecerse unas actitudes justas, que integren la moral y la ética 
respetando los valores del ser humano (Marentes, 2014.). 
 
Héctor Moreno Núñez, establece que, uno de los medios más trascendentes de 
equilibrio psicológico y de la realización en la vida de las personas, así como de estabilidad 
económica y social, es el trabajo, el cual brinda equilibrio psicológico, cuando permite 
garantizar un desarrollo económico, social, cultural y financiero para el trabajador y su 
familia, también genera estabilidad y proyección a las empresas, cuando los trabajadores son 




En los últimos años, se ha hablado de manera insistente, de una nueva cultura laboral 
que modernice las leyes del trabajo que actualmente rigen al país, sin embargo, siempre que 
se habla de modificar algunos puntos fundamentales del derecho laboral, se polarizan las 
posturas y poco se avanza al respecto. 
 
Por dichas premisas, el Estado debe procurar que sus asociados obtengan una 
estabilidad laboral, así sea necesario una diferenciación, y hasta no apresurarse a controlar 
cierto ejercicio de trabajo que no parece común. Es por esto por lo que para el autor el derecho 
al trabajo y la dignidad humana tienen una correlación total, y es la forma en que se deben 
cumplir las misiones del Estado Social de Derecho. 
 
La Doctora Angélica Molina Higuera, afirma que a partir de un enfoque de los 
derechos humanos y de su marco normativo se entiende como concepto de trabajo, algo que 
debe dilucidarse desde la dignidad humana. Por consiguiente, hace referencia a una noción 
conceptual no solo de derecho del trabajo digno, sino que reconoce el derecho al trabajo 
desde un aspecto económico, social y cultural, donde se encuentra determinado por el grado 
de desarrollo del país y factores económicos y políticos (2007). 
 
El derecho del trabajo proviene de una actividad digna y justa realizada por el hombre, 
por ende debe ser respetada, valorada y remunerada justamente ya que emana de principios 
y valores constitucionalmente protegidos, éste deviene del libre albedrío, es decir una 
garantía constitucional de poder decidir un campo de desarrollo laboral, dichos derechos los 
vigila el Estado pero son garantizados por el empleados, pero en el caso de los trabajadores 
informales los cuales no cuentan con un empleador que proteja esas garantías mínimas, es 
necesaria la intervención del Estado para que sea éste a través de sus órganos competentes 
quien garantice dichos derechos. 
 
El derecho al trabajo está consagrado como un derecho fundamental en la constitución 
política y regulada bajo el principio de la libertad humana y la dignidad humana amparado 




La investigadora Luz Stella Ahumada Méndez en su tesis doctoral del Departamento de 
Pedagogía, de la Facultad de Ciencias de la Educación, de la Universidad de Granada. Plantea 
que la Ley colombiana 1014 de 2006 titulada “De fomento a la cultura del emprendimiento”, 
fue considerada pertinente partir de sus antecedentes, para poder comprender el porqué de su 
sanción, y de esta manera entender su contenido y proyección como una política de Estado 
(FERNÁNDEZ, Eduardo Alonso 2013. 58 p.). 
  
Y plantea los siguientes interrogantes: ¿Cuál sería la formación del emprendedor sin saber 
qué y cómo desarrollar sus potencialidades?; ¿Hemos logrado construir el perfil del 
emprendedor? 
 
La problemática de la mano de la Educación Social ha conducido por diversos 
campos, como el del empleo/desempleo, entre las responsabilidades que asume el educador 
social hace parte la promoción del desarrollo comunitario, la desigualdad, la población en 
situación de pobreza, y situaciones que alguna manera hayan tenido relación con el 
desempleo. Las empresas privadas, los gobiernos y las políticas de los Estados, están 
poniendo en práctica su imaginación para buscar nuevas ideas, sobre todo en el ámbito de la 
educación, como, por ejemplo, la educación social y los educadores sociales. 
 
En primer lugar, es necesario desarrollar conceptos de acuerdo a la actividad 
profesional, como el emprendimiento, el autoempleo, el emprendedor, la cultura 
emprendedora, innovación y la creatividad, para lograr buscar modelos de ocupación laboral. 
Un análisis sociológico, desarrolla cifras de un bajo ritmo en la creación de empleo, y por el 
contrario un gran índice de desocupación laboral, esto es un resultado que viene del pasado 
y se proyecta en presente y futuro, aun así, cuando algunos factores y servicios como la 
tecnología puedan generar trabajo, pero a la vez estos servicios generan la destrucción de la 
misma actividad laboral. Se realizó un ensayo en cuanto a las razones de la caída estructural 




La globalización económica, pero en especial la laboral, ya que están convirtiendo al 
comercio en una feria de intercambio de fuerzas paradójicas ya que los mercados libres de 
trabajo tienen la capacidad de sustituir tanto la actividad productiva como los efectivos. De 
esta manera, los cambios originados por la globalización son estructurales, y esto otorga 
inestabilidad y presión sobre el mercado de trabajo, ante esto no se puede atender solo el 
aspecto actual, sino elaborar trayectos de futuro con futuro. (CABRERA, Lizandro Alfonso). 
 
En un mundo de mercantilización globalizada se abandonan los antiguos sistemas de 
producción caracterizados por una fuerte presencia de fuera física, con el fin de ser 
reemplazadas con las habilidades y la inteligencia artificial, la robótica y las nuevas 
tecnologías ofrecen posibilidades económicas y de desarrollo en todos los ámbitos 
productivos, y esto ha cambiado la trayectoria laboral, puesto que la tecnología de red ha 
sustituido la inteligencia por la fuerza y la expansión definitiva de la sociedad en red daño y 
ha acabado poco a poco con el empleo y los países pobres siguen dentro de la pobreza y a 
ellos por falta de oportunidades se les niega espacios laborales y carencia de educación. 
(Giraldo, Jorge. 2002. 128p.) 
 
Es importante para el empleo, la presencia del Estado del Bienestar, el desarrollo 
social ha ido desplazando sus pretensiones de orden económico, hasta llegar a los intereses 
sociales, de educación, de salud, derechos, igualdad y de trabajo, para atender a esto, se han 
señalado tres principios rectores: El primero de ellos es, que el Estado moderno se 
corresponde con el mantenimiento del pleno empleo, el segundo principio, el padrinazgo del 
estado social prevé la instauración de un sistema integrador, y en tercer lugar, el rasgo 
característico de las políticas benefactoras que enlaza la naturaleza y la solidaridad. 
 
Es claro, que el desempleo no genera solo pobreza al desempleo, sino que genera 
además otro tipo de pobreza como la imposibilidad de desarrollarse como persona y vivir la 
exclusión social. La declaración de los derechos humanos es un criterio que legitima al 
animal racional y marca los límites entre la dignidad humana y la minus-valoración del 
ciudadano. Esta declaración, se ha convertido en el referente de los proyectos sociales para 
los países democratizados, y la ciudadanía solo podrá quedar satisfecha cuando la sociedad 
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y los gobiernos no defrauden el apoyo a las acciones institucionales y los individuos 
defiendan su implantación. El derecho al trabajo, conlleva con él la presencia de otros 
derechos, como lo es el derecho a tener una vida digna, una familia, educación, salud y en 
particular la psíquica. 
  
Por otro lado, es necesario aprovechar las competencias y lo normal es que la 
educación utilice recursos formativos para incentivar el espíritu emprendedor. Por ende, este 
será un servicio que la educación debe ofrecer a la ciudadanía y aún más en este momento de 
crisis laboral en la que se encuentra actualmente. Por último, cuando se descubra las 
competencias del emprendedor y se haya señalado ésta meta, será una ilusión en cuanto al 
compromiso de una profesión universitaria incentivando el empleo juvenil, ya que los 
jóvenes poseen una ventaja en comparación con los emprendedores de mayor edad.  
 
La identificación de las competencias que contempla la Ley 1014 de 2006 de 
Colombia en cuanto al emprendimiento, se ha cumplido, debido a que se resumió los 
contenidos en cuanto a las competencias de la Ley con una tabla que resume los principales 
aportes. 
 
En cuanto al análisis de los fundamentos que caracterizaba el planteamiento oficial 
de las competencias del emprendedor, el estudio da por resultado un agenciamiento de las 
competencias en lo que hace referencia a concepciones empresariales que rinden tributo al 
economicismo y la obtención de beneficios inmediatos y tangibles. 
 
Los instrumentos de información, cuestionarios y entrevistas, han brindado un elenco 
de competencias que sirven como orientación para comprender la figura del emprendedor, y 
de esta manera, se determinó cuáles son las competencias a juicio de docentes, empresarios 
y estudiantes al definir al emprendedor. 
 
Por último, el trabajo de investigación se basó en comparar el perfil propuesto por los 
agentes sociales, empresarios, docentes y estudiantes con el perfil postulado en la ley 1014 
de 2006. Los resultados arrojaron que fueron 3 las competencias en común, el carácter de 
21 
 
líder, el conocimiento sobre el desarrollo y el funcionamiento de los procesos empresariales, 
es decir en conclusión un espíritu de emprendedor. 
 
La investigadora afirma que convendría que las autoridades políticas atendieran con 
mayor énfasis a la formación de los formadores en lo que a la problemática del 
emprendimiento se refiere. En relación a las ayudas gubernamentales para el 
emprendimiento, los estudiantes demandan más información y los empresarios denuncian el 
exceso de burocracia y las asfixiantes cargas fiscales. A los centros educativos se solicita no 
solo la participación en la educación para el emprendimiento, sino la asimilación de un 
espíritu emprendedor que contagie a los estudiantes. 
 
Los centros de emprendimiento en Colombia: tendencias, escenarios y estrategias en 
la generación de oportunidades laborales alternativas. trabajo de grado de Laura María Peraza 
Torres de la Universidad del Rosario, Facultad de Administración. Dicha autora se refiere a 
que el hecho de que un país tenga niveles altos de iniciativas emprendedoras, no significa 
que éste cuente con los mismos niveles de innovación y competitividad, pues de manera 
general la mayor parte de estos países con la Tasa de Nueva Actividad Empresarial (TEA), 
altas generan emprendimientos por necesidad y con pocas probabilidades de ser perdurables. 
De tal forma, es prudente cuestionarse sobre la calidad y pertinencia de los emprendimientos 
generado. 
 
No es suficiente con asesorar a los emprendedores en materia de creación de una 
empresa y estructuración de un plan de negocio, es necesario hacer un seguimiento a los 
emprendedores cuando ya se encuentran operando, asegurándose que apliquen las 
herramientas y conocimientos apropiados para consolidar empresas perdurables. La autora 
plantea que la dinámica económica gira en las iniciativas empresariales, pero estas pueden 
afectar la demanda agregada, la competitividad y la necesidad de innovar para ingresar en un 
mercado determinado.  En su investigación explica que el emprendimiento es indispensable 
para las iniciativas empresariales puesto que ayuda a generar nuevas oportunidades laborales 
o aporta innovación a los negocios existentes. El término emprendimiento ha sido estudiado 




Desde el punto de vista sociológico lo enmarca con la tesis del sociólogo Max Weber, 
quien relaciona el espíritu del emprendedor con factores religiosos, pues plantea el que la 
influencia del protestantismo en el espíritu del capitalismo, considerando así que la influencia 
del contexto social, y más concretamente de los valores sociales imperantes, forma el espíritu 
emprendedor. Según Thornton identifica dos visiones sobre el emprendimiento, los cuales 
son, la oferta la cual se enfoca en las características individuales que determinan a los 
emprendedores tomando en cuenta elementos como la cultura, la religión y los grupos étnicos 
determinan el espíritu emprendedor; y la demanda, la cual se centra en la capacidad de 
percibir oportunidades que tiene un emprendedor, tomando de referencia sus acciones, 
decisiones que toma. .”. (Marraza, María. Universidad del norte, 150 p.) 
 
Desde la psicología según el anterior autor plantea este punto como los factores que 
condicionan la actividad emprendedora en la interacción entre individuos y entre individuos 
y medio, algunos factores en los que profundiza son: la necesidad de logro, el locus de control 
interno, la aceptación de la incertidumbre y la tolerancia hacia la ambigüedad. 
 
Según Aktouf Dice que en todo momento existe infinidad de actos posibles o 
probables, actos definidos como expresión de voluntad; decidir se convierte entonces en 
hacer elecciones de manera constante, en seleccionar en cada circunstancia dada un acto 
emprendedor. El proceso de decisión es la forma como se obra y se actualiza esta opción 
emprendedora. (GOYES MORENO, Isabel e HIDALGO, Mónica. Universidad de Nariño. 
Facultad de derecho. Departamento de ciencias sociales)  
 
La autora concluye con todos los puntos de vista en palabras de Vesper quien define 
que, desde la economía un emprendedor es aquel que transforma recursos, trabajo, materiales 
y otros bienes en combinaciones que aumentan su valor y también el que introduce cambios, 
innovaciones y un nuevo orden. Para un psicólogo tal persona se conduce por la fuerza de la 
necesidad para obtener o alcanzar algo, para experimentar, para ejecutar o quizás para escapar 
de la autoridad de los demás (Cabrera Suárez, 2015).  Un hombre de negocios considera que 
el emprendedor es una amenaza, como un competidor agresivo, mientras para otro hombre 
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de negocios el mismo emprendedor puede ser un aliado, una fuente de provisiones, un cliente 
o alguien bueno con quien invertir.  Con lo anterior se permite plasmar los factores para 
determinar las características de un emprendedor. 
 
Una característica implícita del emprendedor, y es que le atrae tener el control de su 
vida, es decir no se siente cómodo actuando bajo lineamientos ajenos sino bajo sus propias 
convicciones, esto se ve reflejado en cada una de las variables observadas por cuanto 
representan la necesidad del emprendedor de hacerse cargo del curso de su vida.  
 
Se establece dentro de las siguientes variables: psicológica la posibilidad de que el 
emprendedor cree empresa, situacional la unión de las fuerzas para la creación de la empresa, 
económica disponibilidad de los recursos económicos y los medios necesarios para la 
creación de la empresa. 
 
Las dimensiones empresariales claves en donde los emprendedores tienen 
características particulares, desarrollada dentro del ámbito organizacional  con los siguientes 
parámetros: orientación estratégica capacidad para identificar oportunidades y generar 
proyectos para alcanzarlos, compromiso con la oportunidad teniendo un compromiso con la 
oportunidad de manera rápida pero no momentánea tratando de superar todos los cambios 
que se den, control de recursos, proceso de compromiso capacidad de medir el riesgo, control 
de recursos basado en alianzas- sociedades- equipos de trabajo pero el recurso más 
importante del emprendedor es el conocimiento. 
 
En el emprendimiento se ven reflejados tres actores que son el empresario, el intra-
emprendedor y el emprendedor. Pues el emprendimiento va más allá que la creación de una 
empresa, pues se trata de crear empresas con impacto innovador, económico y social, lo cual 
nos permite establecer la primera gran diferencia del empresario con el “negociante”. Las 
tendencias según su descripción, situación actual y lo que se puede esperar en el futuro, éstas 




Factores políticos, económicos y legales. Surge como una necesidad para proponer 
soluciones para la pobreza, la desigualdad y el desempleo. El factor consiste en los 
lineamientos políticos y jurídicos que delimitan el concepto emprendimiento, su alcance e 
importancia a nivel socioeconómico y como responsabilidad del Estado.                                      
Actualmente Colombia tiene leyes y normatividad que promueve el emprendimiento como 
la política nacional de Emprendimiento, determinada por el Ministerio de Comercio en 2009, 
entre otras. Lo que se debe realizar para fomentar el emprendimiento es fortalecer los 
recursos públicos destinados al fomento del emprendimiento, por cuanto ya existe la certeza 
de que éste es un factor determinante en el desarrollo del país y que el Estado simplifique los 
trámites para la creación de empresa.    
           
Pueden ser públicos o privados los programas de emprendimiento, mediante 
organizaciones que buscan capacitar, educar a los emprendedores para la creación de su 
empresa. Actualmente se ven reflejados los programas de emprendimiento en la ley  1014  
de 2006 los cuales son los siguientes: Red Nacional para el emprendimiento, la corporación 
de emprendedores Colombia, el fondo emprender del SENA, programa Colombia joven de 
la presidencia de la República, nodos de creación e incubación de empresas, además de los 
programas de emprendimiento que ofrecen universidades como la universidad de los Andes, 
universidad del Rosario, universidad Javeriana de Cali, universidad del norte, universidad 
EAFIT, tecnoparque.  A través de la construcción de programas de emprendimiento tanto 
con iniciativas públicas como privadas, se puede esperar la consolidación del 
emprendimiento como una opción de vida. Más aún cuando desde la Academia está haciendo 
el esfuerzo para hacer del emprendimiento uno de los núcleos de su contenido programático. 
Y esto se fortalece cuando el emprendimiento hace parte de la agenda pública y hace parte 
de políticas de estado. 
             
El emprendimiento en Colombia consiste en la descripción de las características de 
este proceso en el país, sus fuentes, actores e influencia en el desarrollo socio económico 
colombiano. Actualmente constante se dan los emprendimientos de diversa naturaleza, 
especialmente surgidos de la necesidad o de la búsqueda de una solución para la escasez de 
recursos económicos. En un futuro se espera la disminución del trámite para la creación de 
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empresa, mayor conocimiento científico e innovación, competitividad fortalecido por la 
educación. 
 
Los factores culturales del emprendimiento en Colombia son todas aquellas 
características inherentes a los colombianos, la sociedad y el entorno de trabajo, que influyen 
en el devenir de los emprendimientos generados en el país. Actualmente se evidencia este 
factor pues se tiene la cultura del “rebusque”, es decir alta creatividad en el emprendedor 
colombiano, pero esto se da de manera individual afectando pues el trabajo en equipo. A 
futuro se espera que el perfil del emprendedor tenga una tendencia estable en términos de 
informalidad y sub-empleo a corto plazo, teniendo en cuenta la situación en términos de 
oportunidades laborales que tiene el país.   
 
La innovación y competitividad en Colombia. La innovación y la competitividad en 
Colombia es un factor decisivo para la generación de emprendimientos perdurables en el 
país, pues son características inherentes a las empresas que alcanzan desempeños superiores. 
Colombia se encuentra en una débil posición en cuanto su competitividad, actualmente ocupa 
la posición 69 en el Global Competiti venes report, los factores que afectan su desempeño 
son, su poco confiable ambiente institucional, la baja seguridad para hacer negocios y la 
creciente población, la necesidad apremiante de mejorar la infraestructura del país, la 
ineficiencia de los factores de mercado (capital, mano de obra y mercados financieros).  Estos 
impiden que Colombia avance en términos de competitividad, y es aquí donde se debe 
evaluar el impacto de las iniciativas emprendedoras en el aumento de la competitividad en 
Colombia. 
 Se puede esperar en el futuro la consolidación de espacios entre Universidad, Estado 
y Empresa para generar proyectos innovadores y perdurables, más aún con una juventud 
interesada en el desarrollo del país. Perdurabilidad de las nuevas empresas en Colombia. El 
factor consiste en el tiempo de operación de las empresas creadas es Colombia, especialmente 
aquellas creadas a través de iniciativas emprendedoras. Esta perdurabilidad se mide en la 
formalidad de las empresas y los empleos que generan, en el desempeño financiero y la 




La informalidad es el primer factor que afecta la perdurabilidad de las nuevas 
empresas creadas en Colombia, pues son empresas que no tienen acceso a crédito, no generan 
empleo formal, y por lo tanto su viabilidad y perdurabilidad en el tiempo es frágil y de poco 
aporte a la economía nacional. Así como Colombia es un país con grandes iniciativas para 
generar emprendimientos, también es protagonista en el cierre anticipado de sus empresas, 
lo cual pone como objetivo principal del emprendimiento en Colombia, la perdurabilidad 
empresarial. A futuro es necesario el fortalecimiento de la política nacional para el 
Emprendimiento se espera, que además de fomentar el emprendimiento como opción de vida, 
la perdurabilidad de estas iniciativas sea un tema prioritario. 
  
El factor del desempleo consiste en el número de personas que no cuentan con un 
trabajo formal en Colombia o que se encuentran inactivas, pero desean laborar. También 
consiste en el efecto que las cifras de desempleo tienen sobre el desarrollo de la economía 
del país. 
 
Actualmente Colombia tiene un nivel de desempleo alarmante, es decir que existe una 
gran proporción de colombianos que en condiciones y con deseos de trabajar, no lo hacen 
por falta de oportunidades o lo hacen en condiciones precarias e informales; La creciente tasa 
de desempleo es fruto de la revaluación del peso colombiano, la recesión y la caída de las 
exportaciones. El desempleo en Colombia es de carácter estructural, es decir hay un 
desequilibrio entre la oferta y la demanda laboral. A futuro espera que la tasa desempleo 
disminuya como consecuencia de las iniciativas emprendedoras. 
 
Un Estudio Sobre La Informalidad: Factores Que Obstaculizan El Emprendimiento 
Y La Formalización De Las Organizaciones Durante La Última Década En Colombia, 
dirigido por la investigadora Kelly Johanna Parra Ordoñez De Valdez, de la Universidad 
Militar Nueva Granada Facultad De Ciencias Económicas Especialización De Finanzas Y 
Administración Pública. (Fernández, Eduardo 2013. 62 p.) 
 
Afirma ella que el trabajo informal se ha constituido durante la última década en 
Colombia, en una de las principales fuentes de empleo y de sostenimiento económico para 
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los miles de personas que no se encuentran vinculadas al trabajo formal. Esta creciente y cada 
vez más frecuente situación en países latinoamericanos ha llevado a la preocupación y 
empoderamiento de organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, que a través de 
distintos medios han procurado realizar un análisis estructural sobre las causas y 
consecuencias de este fenómeno. 
  
Señala que desde la formación empresarial en Colombia particularmente en Bogotá 
como su distrito capital y a nivel latinoamericano es una ciudad muy atractiva desde el punto 
empresarial, toda vez, que con la creación de la CAE (centros de atención Empresarial) se ha 
facilitado los tramites de innovación y creación de industrias y empresas en Colombia un 
claro ejemplo es que para la creación de nuevas empresas se requería realizar 12 trámites, 
pero actualmente solo consta de 2. 
 
A contrario sensu, Cali es una ciudad donde la innovación a nivel empresarial se ha 
vuelto un trámite desfavorable, porque a diferencia de Bogotá no consta con suficiente 
tecnología para innovar en la industrialización, además, las utilidades por registro de 
empleados no son las más beneficiosas para el empresario, a causa de ello, esto hace que el 
ejercicio de la industrialización en Cali no sea igual de notoria que en Bogotá. 
   
Mas, sin embargo, existen trabajadores informales quienes surgen circunstancias 
específicas, tales como (I) la poca oferta laboral y sus restricciones en el mercado, (II) por la 
decisión autónoma de la persona dado ciertos factores tanto económicos como sociales, es 
así, que la informalidad empresarial conlleva a grandes costos para la rentabilidad y la 
productividad empresarial de quienes se encuentran registrados y formalizados legalmente. 
 
Aunque, el gobierno ha intentado incentivar a las pequeñas empresas  con líneas de 
créditos, los empresarios prefieren mantener su industria en la informalidad, esto hace que 
no gocen de amparo gubernamental a la hora de enfrentar problemas jurídicos, por 
competencia desleal o derechos de propiedad y más aún a nivel internacional no cuentan con 
el acceso a los mercados financieros ni internacionales, sumado a lo anterior, no tienen una 
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estabilidad laboral, presentan una baja remuneración  a su trabajo y lo más grave no gozan 
de servicios prestacionales  que por carta política son obligatorios. 
   
Cabe resaltar que, la informalidad se define como todas aquellas actividades 
productivas de bienes y servicios lícitos que no han sido registrados ante autoridades, por 
ello, se puede objetivizar que la informalidad es ilegal por la misma evasión de impuestos, 
no obstante, no se puede decir que la informalidad es ilegítima, toda vez, que  aquella persona 
que actúa con informalidad se cataloga como un comerciante, en concordancia con lo 
estipulado por el código de comercio cuando menciona que será comerciante toda persona 
que ejerza profesionalmente cualquier actividad mercantil bien sea de manera formal o 
informal. 
 
En Colombia particularmente en Bogotá los últimos tiempos se han generado 
propuestas para incentivar las pequeñas empresas con programas, tales como “Bogotá 
Emprende” el cual consta de creación de empresas, registro de empresas, innovación 
empresarial, entre otras. Empero, existen ciertos factores que no permiten la actividad 
emprendedora e innovadora de la creación empresarial tales como: (I) las creaciones de estas 
empresas son exclusivamente de recursos propios o los suministrados por su entorno, 
entendiéndose este último como su familia, compañeros o amigos, (II) investigación + 
desarrollo, pero este requiere de una alta inversión, además de un periodo de recuperación a 
largo plazo. Estos aspectos hacen que la informalidad sea lo más sostenible en el mercado a 
nivel empresarial. 
 
1.3. Referentes conceptuales de la seguridad social. 
La seguridad social se crea como una necesidad de garantizar los derechos de los asociados, 
el cual brindara protección en salud y socorro al necesitado, inicialmente se crea la figura de 
asistencia, la cual tenía tres vertientes la primera era la asistencia familia, en la que el padre 
de familia se encargaba de brindar esa ayuda a su grupo familiar y en especial al que más lo 
necesite de la misma, la asistencia privada, que son las ayudas que brindan las instituciones 
privadas, ayudas brindadas según los aportes que se hagan a tal entidad, y encontramos la 
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asistencia pública, en las que el Estado dirige las planes de protección a los más vulnerables 
y vigila la prestación de servicios de las entidades privadas de seguridad social. 
La seguridad social actualmente entendida como un servicio público que el Estado debe 
garantizar mediante empresas públicas o privadas, ésta se compone de salud, pensión y 
riesgos profesionales: 
 La pensión, permite cubrir las necesidades de la población ante circunstancias de vejez, 
invalidez y muerte, mediante el reconocimiento pensional otorgado a aquellos que cotizan a 
dicho sistema. 
 La salud, es un sistema que permite la vinculación al mismo de toda la población prestando 
servicios médicos. 
 Riesgos profesionales, los cuales buscan proteger a los trabajadores y a las posibles 
circunstancias de enfermedad o accidentes que se puedan presentar en el desarrollo de la 
actividad laboral, los mismos son clasificados según el riesgo al que este expuesto el 
trabajador.  
A su vez cuenta con otro componente, el cual se aplica según el caso específico de cada 
persona, pues no todos pueden gozar de este beneficio el cual es el BEPS (Beneficios 
Económicos Periódicos) el cual consiste en un ahorro voluntario para obtener una pensión 
por vejez, pero aplica para las personas que por su condición económica no puedes cotizar al 
sistema de seguridad social o que aunque cotizaron, el tiempo cotizado no les alcanza para 
obtener la pensión de vejez, es una manera de cotizar de manera flexible permitiendo que se 
ahorre el monto y  el tiempo que la persona desee. 
(https://www.dnp.gov.co/programas/desarrollo-social/subdireccion-de-empleo-y-seguridad-
social/Paginas/Seguridad-Social-Integral.aspx)  
Según la cartilla de seguridad social, la ley 100 de 1993, establecio un nuevo sistema de 
seguridad social en que se incluye seguros sociales para trabajadores independientes, pero no 
regulo nada acerca de los trabajadores informales, aunque busca que sea un sistema 
incluyente para toda la población se establecio que es para quienes cotizan a dicho sistema o 
quienes sean dependientes del cotizante. 
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Se implementa el régimen subsidiado, el cual vincula a las personas con nivel e sisben I y II, 
población vulnerable y con precariedad económica, la cual recibe un subsidio para la 
vinculación al sistema de seguridad social en salud, lo cual genera vacios normativos pues 
no se establece una regulación acerca del sistema de seguridad social en pension o riesgos 
profesionales, pues estos al ser obligatorio solo para los dependientes de un contrato laboral, 
deja al descubierto a los trabajadores informales.( 
https://aplicaciones.ceipa.edu.co/biblioteca/biblio_digital/virtualteca/cartillas/Cartilla_Segu
ridad_social_integral_RG_ene_11_-23p.pdf)  
Según la revista de enero- junio de 2013, de la universidad javeriana, el alto costo de vida y 
de cotización al sistema de seguridad social integral ha generado incremento en la 
informalidad, tanto asi que en el estudio que realizo la autora plantea que el DANE establecio 
que el trabajo informal en Colombia incremento a un 59% de la población total. 
El autor Camilo Andrés Pineda Rojas en su monografía de grado menciona la necesidad de 
implementar una nueva estructura en la afiliación al sistema de seguridad social, pues si bien 
es cierto que existe el régimen subsidiado, el cual busca proteger a las personas que no 
cuentan con los recursos económicos para vincularse al sistema, la realidad demuestra que 
aunque exite esta alternativa, las empresas prestadoras de los servicios comprendidos por la 
seguridad social deja de lado esta población pues para ellos es más rentable el régimen 
contributivo, y es por esta razón por la cual brindan mayor atención a la población del 
régimen contributivo.  
Por lo anterior plantea la necesidad de que el Estado brinde mayores oportunidades de ingreso 
al sistema, así como la regulación equitativa para que los servicios que se prestan tanto en el 
Régimen contributivo, como en el subsidiado sea igual, respetando las necesidades básicas 
de los afiliados. Además propone la implementación de mecanismos que propendan por 
generar nuevos empleos garantizando así el derecho a un trabajo digno. 
(http://repository.unilibre.edu.co/handle/10901/10112) 




Es una actividad que se desarrolla con el objetivo de cumplir los fines del estado, El 
departamento Nacional de Planeación determina que la gestión pública es el ejercicio del 
proceso de planeación, ejecución y control de las actividades de las organizaciones, con el 
fin de satisfacer las necesidades de los coasociados, buscando así reducir los niveles de 
pobreza y aumentar los niveles de calidad de vida. 
 
El (Departamento Nacional de Planeación, 2016), identifica los tres elementos de la 
gestión pública así: 
 
• La Planeación, es la etapa en la que se identifican y se ordenan las estrategias que se 
van a utilizar para alcanzar las metas para superar la problemática a tratar.  
• La ejecución, se llevan a cabo esas estrategias teniendo en cuenta el presupuesto 
nacional. 
• La evaluación, es el seguimiento persistente que se hace al proceso ejecutado por la 
administración, además de hacer el proceso de rendición de cuentas. 
La Corte Constitucional y el fondo de ventas populares, han diseñado políticas de 
organización y capacitación y ubicación de los vendedores ambulantes, la cual permita el 
avance de los trabajadores ambulantes y así formalizar y dar mejor manera al trabajo informal 
y hacer mejor uso del espacio público. 
 
El economista y autor Haller(2004), establecen que en los países más desarrollados 
se dan mayores efectos positivos que en los países en desarrollo, por ejemplo dicen ellos que 
en los países en desarrollo la informalidad promueve la estabilidad política y mejor manejo 
económico del país; en cambio, en los países desarrollados es un factor de amortización de 
la crisis además de crear un ambiente protector para los pequeños empresarios. Además  de 
que el Estado al estar incentivando la formalidad permite un fortalecimiento del sistema 
tributario pues el comercio informal hace que se presente mayor índice de evasión de 
impuestos, generando un desequilibrio en el sistema económico nacional. 
 
Dice el autor que es necesaria la Intervención del Estado puesto que el comercio 
informal también genera degradación respecto del medio ambiente y de la zona urbana, es 
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por eso que normalmente se deja la regulación a los códigos de policía; pero se ha hecho 
necesaria la presencia del Estado para garantizar el derecho al trabajo de los vendedores 
informales así mismo como el uso al espacio público. 
 
Para Luis Carlos Bresser (1996), es el conjunto de actividades destinadas al 
cumplimiento de los fines y las funciones del Estado, este debe intervenir en la planeación, 
la organización, la ejecución, el control, y la gestión de los bienes que permiten el 
funcionamiento del sector público. Siendo así, el punto de partida con el cual se conseguirá 
que se materialicen y cumplan los planes de Gobierno, y de las Entidades públicas en sí. Es 
así, la forma de lograr que las metas en cuanto al desarrollo social y económico se cumplan 
a cabalidad. La importancia radica en que, con una buena gestión administrativa, los 
asociados convivirán más armónicamente. 
 
La gestión pública, según Honorio Miguel Henríquez está directamente asociada a los 
resultados que logre una Administración, y se ha definido como: "proceso dinámico, integral, 
sistemático y participativo”, que articula la planificación, ejecución, seguimiento, 
evaluación, control y rendición de cuentas de las estrategias de desarrollo económico, social, 
cultural, tecnológico, ambiental, político e institucional, sobre la base de metas acordadas de 
manera democrática. Ésta debe buscar de manera eficiente resultados frente a la reducción 
de pobreza y el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes y, en consecuencia, 
avanzar hacia el desarrollo integral sostenible. 
 
Para Hartmut Maurer (2011), la administración pública constituye una realidad 
organizativa, funcional, y jurídicamente autónoma, claramente diferenciable de la 
administración del resto de sectores; pues ésta es una organización administrativa integrada 
por el conjunto de entes y órganos administrativos; esto es, aquella actividad estatal que tiene 
por objeto los asuntos administrativos y en un sentido que cataloga como formal. Se 
proporciona a la comunidad una visión actualizada de un sistema jurídico singularmente rico 
y sofisticado, que ha ejercido en la historia y aún continúa ejerciendo una gran influencia 




1.5. Perspectiva actual del problema de la ausencia de vinculación a la seguridad social 
de trabajadores informales en Bogotá D.C. 
 
Ahora, cabe resaltar cuales son los beneficios que se pueden presentar en la 
formalización de las empresas, tales como: 
  
• La tranquilidad frente a los controles del gobierno 
• El mayor acceso a mercados: compras tanto nacionales como internacionales, 
compras estatales, y beneficios financieros 
• Ofrecer garantías a sus clientes: una mayor seguridad de sus servicios, tienen un 
control de calidad con beneficio mínimos de desarrollo tecnológico, y además procesos 
operativos de mayor calidad    
Y finalmente, cabe cuestionar cuales son las desventajas de estar vinculados en la 
informalidad  
• desde el punto económico el pago de daños y perjuicios ocasionados por el mal 
suministro de los servicios 
• las penalizaciones que les suministre el Estado por la informalidad a la cual se 
encuentran vinculados  
• el incumplimiento normativo y la evasión de impuestos  
• falta de crédito, y sin ningún respaldo financiero ni público, ni privado. 
• Las bajas garantías presentadas a sus trabajadores, y el desequilibrio socioeconómico 
que van en detenimiento de las condiciones laborales. 
 
Una de las explicaciones al problema de la informalidad puede ser el hecho de que la 
económica formal no sea capaz de absorber la gran cantidad de población, haciendo que cada 
vez, haya un creciente número de personas que muestran gran interés en abrir su propio 
negocio. Sin embargo, es evidente que la situación socioeconómica del país, la competencia 
y la falta de información frustran muchas ideas de nuevos negocios. Por lo tanto, se hace 
necesario que el emprendedor esté atento a todas las exigencias y oportunidades y que, ante 





Por eso, después de conocer a groso modo las percepciones de los empresarios tanto 
formales como informales respecto a la problemática de la informalidad en Colombia, se 
pudo poner de manifiesto que los costos que involucran la tramitología para la formalización 
es el mayor obstáculo a la hora de tomar la decisión de constituir formalmente las 
organizaciones. De hecho, pese a los planes y programas de acompañamiento empresarial 
que se llevan en curso por parte de las Cámaras de Comercio, al parecer no han sido 
suficientes sus estrategias de difusión. Ya que la mayoría de los empresarios informales no 
conocen su labor, por ende, desconocen los beneficios de la formalización. 
 
Del mismo modo se hace indispensable situar dentro de los factores políticos y 
sociales que se encontraron como obstáculo en el emprendimiento, como caso más relevante, 
el de las barreras que se presentan respecto a la búsqueda del apoyo financiero, y es 
precisamente bajo esta primera premisa que valdría la pena cuestionarse si ¿Sera entonces 
suficiente el 0,5% del presupuesto distrital para sufragar los costos de la promoción y difusión 
de los programas de emprendimiento? ¿Sera acaso que por la poca publicidad de los 
diferentes estamentos que ofrecen dichos servicios bancarios a los empresarios se desconoce 
de su existencia y su cobertura a nivel Nacional? 
  
Por eso este ensayo, plantea como respuesta a la problemática de financiación como 
eje principal de obstaculización del emprendimiento formal en Colombia: en primera 
instancia, la necesidad de ampliar la cobertura de los programas que ofrece Bancoldex y 
flexibilizar las tasas de interés con las que se prestan los recursos a los empresarios, para que 
se torne llamativo el proceso de formalización. Y en segunda instancia, que a través del 
Banco Agrario de Colombia se logre fortalecer la Línea de Crédito: Banca de Microfinanzas, 
la cual involucre una nueva línea de crédito encaminada exclusivamente a la formalización 
empresarial. Aprovechando que este cuenta con una cobertura Nacional que involucra los 32 
Departamentos y 718 Municipios de los 1.102 existentes en nuestro territorio, con el fin de 
los empresarios desde cualquier latitud del territorio empleen estos recursos financieros, de 





1.6. Demostración legal sobre ineficacia de políticas públicas en bogotá d.c.  
 
Tras indagar sobre el fundamento legal que da soporte a la investigación, se realizó 
un breve análisis de la normatividad que tiene mayor incidencia sobre el objeto de 
investigación. Iniciando con la   Constitución Nacional de 19911 , que consagro el derecho 
al trabajo de los ciudadanos, con el cual el Estado adopta y adquiere obligaciones que 
garantizan tal derecho. Dentro del Bloque de Constitucionalidad, Colombia ha ratificado 
tratados internacionales que protegen y garantizan la actividad laboral de los ciudadanos, 
además de otórgales un carácter de fundamentales. 
  
El artículo 25 de la Constitución Política de Colombia, menciona que este es un 
derecho y obligación, es de enmarcar que más adelante se le transfiere al Estado su 
protección. Es pues el encargado de encaminar a su vital garantía, todo esto en el marco de 
unas condiciones justas y dignas. El Artículo 26 de la Carta señala que existirá igualdad de 
oportunidades para los trabajadores, el derecho a una remuneración mínima vital y móvil, en 
cuanto a la cantidad y calidad del trabajo debe ser proporcional, la estabilidad de empleo, la 
facultad para transigir y conciliar sobre sus derechos, la garantía de la seguridad social, la 
capacitación, adiestramiento, el descanso, protección especial a la mujer, a la maternidad y 
al menor de edad son derechos fundamentales necesarios para el buen desarrollo de una 
actividad laboral. 
 
El Estado, la ley, los contratos, los acuerdos y convenios deben ser garantistas de 
estos derechos mínimos (la libertad y la dignidad humana de los trabajadores) para lograr un 
desarrollo laboral oportuno, debe ser de vital importancia para los trabajadores estos derechos 
y por medio de estos desarrollar sus actividades bajo la protección de la legislación 
colombiana y laboral. 
  
                                                          
1 Colombia. Constitución Política.  
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Asimismo, el Estado debe ser garantista del derecho al pago oportuno para los 
trabajadores y el reajuste necesario para las pensiones legales. En temas laborales, en el 
artículo 57 de la Carta Política de Colombia, la ley podrá determinar los estímulos para que 
los trabajadores puedan participar en la gestión de las empresas, la constitución deberá 
garantizar que el congreso emita una ley que diga cómo deben ser aquellos estímulos bien 
sea en dinero, en tiempo libre para que los trabajadores puedan participar de una manera libre 
en las actividades empresariales, no solo como trabajadores, sino para que la empresa sea 
más eficiente y para que ellos sean un elemento fundamental para el desarrollo y crecimiento 
de la empresa. 
 
El Artículo 53 faculta al congreso a expedir el estatuto de trabajo (una ley estatutaria) 
en la cual quede plasmado la igualdad para los trabajadores, la irrenunciabilidad a los 
beneficios mínimos establecidos en normas laborales; remuneración mínima vital y móvil, 
proporcional a la cantidad y calidad de trabajo formalidades establecidas por los sujetos de 
las relaciones laborales. 
  
La Organización Internacional del Trabajo (OIT) se creó en 1919 después de 
finalizada la Primera Guerra Mundial y con el Tratado de Versalles, generando así una 
justicia social para que de esta manera se logre una paz universal y permanente. 
Considerando que existen condiciones de trabajo que entrañan tal grado de injusticia, miseria 
y privaciones para gran número de seres humanos, que el descontento causado constituye 
una amenaza para la paz y armonía universal; y considerando que es urgente mejorar dichas 
condiciones (Organización internacional del trabajo, 2015). 
  
La OIT ha realizado aportes importantes a la legislación laboral, adoptando así 6 
Convenios Internacionales del Trabajo, refiriéndose a las horas de trabajo en la industria, al 
desempleo, a la protección de la maternidad, el trabajo nocturno de las mujeres, la edad 
mínima y el trabajo nocturno de los menores de la industria. 
  
Por ejemplo, el Convenio 87 establece la libertad sindical como derecho tanto de 
trabajadores como de empleadores para la creación de organizaciones sindicales, el derecho 
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de la sindicación colectiva y, la ratificación y denuncia del convenio. Además, el Convenio 
98 sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, realizado con el fin de permitir 
que en la relación laboral se logre negociar condiciones más dignas para los trabajadores 
evitando así la discriminación. 
  
El Convenio 11, el cual permite una equivalencia entre los trabajadores agricultores 
y los de industria pues a todos se les debe garantizar el derecho a la huelga, y la asociación. 
También el Convenio 154 establece la negociación colectiva de trabajo como principal 
método de solución de conflictos laborales (Organización internacional del trabajo, 2015).  
  
En el acuerdo 37 de 1932, está es la primera intervención del Estado, en cuanto a que 
se catalogó a los vendedores ambulantes en tres  tipos, además de establecerse un tributo por 
ejercer esta actividad y a cambio la entrega de un número de registro, aunque para poder 
ejercer esta actividad debían cumplir requisitos tales como salubridad y buen 
comportamiento. 
 
La Ley 50 de 1990, hace parte del derecho laboral colombiano, en la cual se han                              
introducido reformas al Código Sustantivo del Trabajo. Esta ley hace parte del       Derecho 
Laboral Colombiano, en esta se ha dictado otras disposiciones alrededor de las relaciones 
laborales y la seguridad social en Colombia. Uno de los aspectos fundamentales de la ley, es 
la forma de tomar distancia y de liberar las relaciones laborales con el fin de mejorar las 
condiciones de las empresas colombianas, su objetivo es ingresar y posicionarse en el 
mercado económico de la globalización. La Ley 789 de 2002, es una reforma laboral por la 
cual se dictan normas para apoyar el empleo y ampliar la protección social y en esta se 
modificaron algunos artículos del Código Sustantivo del Trabajo (Congreso de la república, 
2002)  
 
El artículo 80 del código de policía de 2002, establecía que era el cuerpo policial aquel 
que debía mantener el buen uso del espacio público evitando que se degradará 
ambientalmente y que se entorpeciera la movilidad para los transeúntes, se estableció que 
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para poder ejercer el comercio informal debía haber una orden previa por autoridad 
competente que lo permitiera (Congreso de la República, 1993). 
 
El decreto 98 de 2004, Está norma establece el procedimiento administrativo para la 
preservación y recuperación del espacio público, en la que se debe llenar un formato de 
registro, en el que el trabajador informal se identifica con nombres y datos personales, luego 
éste se lleva al fondo de ventas populares, allí se vincularán dichos trabajadores a unos 
programas sociales en los que se brindarán ayudas económicas (Decreto 98, 2004). 
 
El decreto 215 de 2005, busca promover la regulación de los trabajadores informales, 
permitir educar de manera empresarial para así profesionalizar sus actividades. El decreto 
419 del 2006, busca alternativas para organizar y aprovechar el espacio público de manera 
temporal con las actividades comerciales que ejercen los trabajadores informales, se 
establecen para esto unas zonas específicas las cuales no atenten con la movilidad de los 
ciudadanos o la degradación del medio ambiente (Congreso de la República, 2005). 
  
El plan maestro de espacio público, busca regular todo lo referente a la invasión al 
espacio público por las ventas informales, es por eso que el Estado entro a intervenir mediante 
el IPES, brindando mobiliario urbano para la reorganización de los vendedores ambulantes, 
además de programas de reubicación de los mismos en centros comerciales, o en ferias 
institucionales, que buscan alternativas comerciales en medio de la informalidad callejera, 
que permita un mejor aprovechamiento del suelo colombiano, teniendo como prioridad el 
sostenimiento ambiental, pero sin dejar de lado los derechos laborales que se deben garantizar 
a aquellas personas que laboran en la informalidad (2007). 
Trabajo digno y decente en Colombia seguimiento y control preventivo a las 
políticas públicas.   
 
En el trabajo investigativo que realiza la Procuraduría General de La Nación para 
diagnosticar la calidad del trabajo en Colombia, en este explica el trabajo decente y sus cuatro 




  Oportunidades de empleo e ingreso: en el que la población cuente con diferentes 
formas de empleo, ocupaciones, lo cual se reflejará en la remuneración e incentivos 
que se le da a los trabajadores y la calidad del empleo que se brinda el cual se mide 
en horario laboral- salud ocupacional- descanso- entre otras 
 Derechos de los trabajadores: los cuales protejan los derechos básicos del trabajador 
como lo es la seguridad social, la remuneración, la igualdad, la libertad, entre otros. 
 La protección social: se relaciona con la seguridad social, y las alternativas de 
solución que brinda el empleador y el Estado al trabajador y su familia ante 
circunstancias de enfermedad, muerte y vejez.  
 Dialogo social: este componente permite la interacción de los trabajadores con el 
empleador, permitiendo así dar a conocer a través de sus representantes sus 
inconformidades y posibles soluciones ante dichas circunstancias, asi como intervenir 
en la toma de decisiones de políticas laborales internas. 
 
           Además establece las condiciones para poder implementar una política laboral en 
Colombia, que permita hacer realidad el trabajo decente y digno, es por eso que en se 
menciona el caso de Durban- Sudafrica, en el que una gran parte de su población se dedica a 
la actividad laboral informal, lo cual obligo a este país a implementar “el departamento de 
comercio informal” generando asi una nueva visión de esta actividad y permitiendo que esta 
sea generadora tanto de empleo como de incremento en la economía en el país, a su vez se 
determina que siendo Colombia un país con una tasa de informalidad alta se debe 
implementar una política pública que regule ésta materia. 
 
            Pues en la investigación se denota como del año 2002 al 2010, bajo el nivel de 
vinculación al sistema de seguridad social en régimen contributivo, pues por la tasa de 
informalidad y desempleo el Estado tuvo que vincular a un amplio porcentaje de trabajadores 
al régimen subsidiado, lo cual a largo plazo tendrá consecuencias adversas pues el Estado al 
no tener un riguroso control sobre este régimen iniciaran los procesos de ocultamiento de 
relaciones laborales para poder cotizar a este régimen y disminuir costos en las empresas; así 
como el incremento de la informalidad pues al estar sujetos al régimen subsidiado en salud 
“aspecto que consideran los informales el mas importante” no ven como necesario cotizar a 
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pensión y riesgos profesionales, lo cual generará en unos años un déficit en el  sistema de 





Plan de Desarrollo de Bogotá 2016-2020, Alcaldía Mayor. 
 
En el Artículo 26 del Plan de Desarrollo, queda expuesto que la Alcaldía procurará la 
defensa del espacio público, y por tanto hará lo necesario para que se garantice su uso, y a su 
vez crea unas Zonas de Aprovechamiento del Espacio Regulado Temporal (ZAERT), con el 
fin de crear espacio para los vendedores informales en la ciudad de Bogotá.  
 
El fin de esas Zonas es reubicar los vendedores informales, para la protección del 
espacio público. Sin embargo, por lo analizado en el trabajo de campo, se llega a la 
conclusión de que estos lugares acomodados por la Alcaldía no resultan beneficiosos para 
los comerciantes informales, ya que estas reubicaciones suelen ser en lugares donde el flujo 
de las personas no es el mismo, por tanto, disminuyen sus ganancias de manera radical, 
perdiendo "clientela" y viéndose afectado su mínimo vital. (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2007)  
 
Estos espacios que crea la Alcaldía Mayor resultarían ineficaces, por lo mencionado 
anteriormente, ya que estos vendedores informales buscan lugares estratégicos, en donde el 
número de personas que transitan es alto y les genera unas ganancias considerables o por lo 
menos, dentro de lo que ellos considerarían, apto para su supervivencia. Así que esta forma 
no sería una solución adecuada para controlar a los comerciantes ni el espacio público, e 
igualmente así se ha demostrado en anteriores administraciones, resultando una solución que 
al momento de implementarse no genera confianza en esta población que ha sido catalogado 
por la Corte Constitucional como en estado de vulnerabilidad. 
  
El Plan de Desarrollo distrital, está dejando de lado la ponderación de dos derechos, 
como se ha criticado profundamente, y ha abandonado a los vendedores informales, 
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queriendo que prevalezca únicamente el derecho al espacio público, por el contrario se 
prefirió la fuerza de las autoridades, para desalojar a esta población, y no buscar consensos 
ni soluciones a largo plazo para ellos, y por lo mismo, los vendedores decidieron presentar 
tutelas, por la vulneración al derecho al trabajo, que en su mayoría, fueron a su favor. (La 
Silla Vacía, 2017)  
   
Más adelante, en el artículo 79 y siguientes, el Plan de Desarrollo hace mención a las 
ocupaciones indebidas del espacio público, explicando lo que significa un hecho notorio de 
ocupación indebida del espacio público, y dando instrucción al Departamento Administrativo 
de Defensoría del Espacio Público y a las Alcaldías Locales que estas deben ejercer un 
control sobre esta ocupación indebida. 
  
De tal manera que, si bien la Constitución Política menciona que se debe proteger el 
Espacio Público, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido enfática en que se debe 
buscar la protección eficaz de los vendedores ambulantes, para que estos no queden más 
desprotegidos y que las medidas que se piensan tomar no generen una desmejora en la calidad 
de vida de estos comerciantes informales. 
  
El artículo constitucional explica que un hecho notorio de la ocupación indebida del 
espacio público es la que está limitando la libre circulación, tanto vehicular como peatonal, 
y por tanto según lo expuesto, pueden realizar recuperaciones del espacio público junto a la 
Policía Nacional, pues el fin es preservar este espacio. Teniendo en cuenta estas normas que 
buscan un control respecto al espacio público para blindarlo, el Distrito Capital está dejando 
de lado el problema que está detrás de los comerciantes informales en conjunto con la venta 
ambulante ya que queda rezagada la parte social, de la que tanto se ha preocupado la Corte 
Constitucional. Se tienen que encontrar políticas públicas concordantes a la situación social 
de estas personas. 
 
En la investigación de campo realizada, las entrevistas y encuestas que se hicieron 
dejaron claro que estas no generan una mejoría en su calidad de vida y por el contrario, suelen 
perder los productos en venta por la coacción de la Policía Nacional. La coacción que realizan 
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las autoridades suele traer un problema mayor, pues estas personas tienen como único 
sustento para sus familias este medio, entonces queda claro que las políticas encaminadas a 
brindar la protección del espacio público están fallando en la ciudad, y la reubicación 
resultaría una salida fácil, que no genera el impacto positivo necesario como para tenerla 
como válida, así esta se haga con la mejor disposición y entendiendo que la problemática 
existe y no se puede evadir, o buscar solo proteger un derecho constitucional y dejar uno de 
lado. 
 
A mediados del año 2016, el Juez 50 Administrativo de Bogotá obliga a la Alcaldía 
de Peñalosa a crear una mesa de diálogo con los vendedores ambulantes, ya que el distrito 
sistemáticamente estaba recuperando el espacio público de la calle 72, según esta sentencia, 
el Distrito basado en el Decreto 098 del 2004, debe buscar la armonización de dos derechos 
fundamentales en disputa (Semana, 2017). 
 
Al realizar este análisis, con la implantación de una política pública que se está 
preocupando por brindar un derecho que garantiza la Constitución Política, como lo es el 
espacio público, se determina que el enfoque que están haciendo las administraciones locales 
son equivocadas, pues la protección del espacio público en busca de garantizarlo, debe ir de 
la mano con la búsqueda efectiva para que estos comerciantes informales logren encontrar 
otro medio de sustento, que les genere mayores ganancias y entren a la formalidad. Las 
administraciones no se han preocupado porque estos vendedores sean contabilizados, se logre 
sacar el número real y tener claro que tan amplio es el número de estos. 
 
El profesor Carlos Giraldo da un enfoque socio jurídico a la problemática, afirmando 
que estos vendedores no pueden ser tratados como criminales por el hecho de no estar 
legalizados, y que como la ha manifestado la Corte Constitucional, se debe seguir el 
postulado de la confianza legítima para manejar este tema, afirmando que los Gobiernos que 
ha tenido Bogotá y en otras ciudades del mundo, tienden a generalizar a esta población con 
mafias de micro tráfico de drogas, y si bien, en específicos lugares de la ciudad existe esto, 
no se puede llegar a decir que cada uno de estos vendedores ejercen esta labor.   




"En Colombia, la calle, donde la gente sencilla se rebusca la vida, está contralada 
por los paramilitares, y las mafias de droga, que usualmente son la misma cosa. La 
pregunta que se hacen los trabajadores de la calle es entonces: ¿Por qué el Estado 
nos deja desprotegidos frente a poderes armados violentos? ¿Por qué no nos da la 
oportunidad de una vida digna? ¿Por qué nos acusan de mafiosos? Si se mira la 
composición social de los vendedores de la calle se encuentra que muchos de ellos 
son producto de desplazamiento forzado, y que la venta ambulante fue su primera 
opción económica. Es un fenómeno similar al que se observa en Europa, donde la  
venta callejera está compuesta en su mayoría por inmigrantes ilegales provenientes 
de las excolonias”. (2016). 
 
Por tanto, se debe realizar un enfoque social, para que el Estado, desde el Congreso 
de la República brinde un mecanismo para que los Distritos y municipios logren buscar una 
solución efectiva para tal problemática, que tiende a crecer, como lo muestran estadísticas 
del DANE estudiadas anteriormente, por cuenta del desempleo y la falta de oportunidades 
que afectan al país. El Distrito Capital, debe buscar una ponderación de dos derechos que son 
protegidos por la Constitución, para que no ocasione un problema mayor, y crear políticas 
públicas que generen un incentivo, para que la población afectada disminuya. 
  
Por otro lado, la Administración actual, como las anteriores caen en la estigmatización 
social, con argumentos en donde buscan desprestigiar la labor que hacen, y en muchos casos 
tildándoles delitos sin razón alguna, claro está que sí hay un grupo de estos vendedores que 
se dedican a la venta informal de productos ilegales. 
  
Las razones del Articulado del plan de desarrollo respecto a la protección del espacio 
público están desacatando las premisas de la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional, 
pues de tomar estas medidas por medio del uso de la fuerza, se generará un daño mayor a la 
población, se debe encontrar un punto medio entre estos dos derechos, al encontrar esta 
ponderación el actuar de las autoridades y de las administraciones locales se acoplarían a lo 
que ha manifestado la Corte, dándole la razón a muchos comerciantes informales, ya que en 
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su mayoría son cabezas de familia, y este es el medio por el cual encuentran un respiro para 
suplir los gastos necesarios para llevar una vida digna. 
  
Si bien los espacios que ha acomodado el distrito en casos especiales resultarían una 
solución a corto plazo para los comerciantes informales, estos no pueden cubrir el número 
total de esta población, y su ubicación no es en puntos estratégicos que generan ventas, sino 
por el contrario son en zonas que en su mayoría están desoladas. Es decir, sería una falla de 
la política pública que la Alcaldía Mayor tiene intensión de implementar, demostrando que 
la solución puede servir para ciertas zonas especiales de Bogotá, pero no para todos los casos, 
pues el número de comerciantes informales suele ser abultado y no todos entrarían en este 
programa, que se ha ofrecido en varias administraciones de los últimos años, sin mostrar aún 
una solución eficaz, o por lo menos que cause un daño menor a esta población vulnerable, y 
que su derecho al trabajo no esté siendo vulnerado. 
 
Las órdenes en cabeza de la Corte, es que exista un diálogo eficaz entre el Distrito y 
los vendedores ambulantes, para que se lleguen a puntos de encuentro, y estos dos derechos 
fundamentales protegidos, no sean vulnerados, y que consecuente con la confianza legítima, 
se debe tener en cuenta el menor daño para esta población catalogada como especial, por su 
condición de vulnerabilidad, ya que muchos llegan a la ciudad en busca de oportunidades 
pero finalmente solo hallan en esta labor, un sostenimiento diario, de sus necesidades básicas.  
 
Código de Policía 
 
Si bien es cierto, el Código de Policía en su artículo 140 regula todos aquellos 
comportamientos que son contrarios al cuidado e integridad del espacio público, como lo 
establece el numeral 4, haciendo referencia a la violación de todas aquellas normas vigentes 
en cuanto a la ocupación del espacio Público. 
 
Con lo anterior, el Código de Policía pretende proteger de una manera especial el 
espacio público en las calles, debido a que es considerado como un espacio de propiedad 
pública, es decir de propiedad del Estado, de dominio y a la vez de uso público, reconocido 
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como todo lugar donde las personas pueden transitar de una forma tranquila y armónica, este 
espacio público es aquel que comprende todas aquellas vías de tránsito y todas las 
circulaciones abiertas, como parque, hospitales, escuelas, carreteras, plazas, calles en 
especial entre otras. Pero no es solamente es un lugar que se somete a diario a la regulación 
de la administración pública garantizando a todos los ciudadanos el uso de éste, siempre y 
cuando planteando las condiciones de utilización, debido a que el Estado tiene la facultad de 
cuidarlo en el ámbito social, cultural y políticamente. 
 
Es cierto el afirmar que el Estado es el encargado de la regulación del espacio público, 
pero también es cierto que de la misma forma debería ser el ente regulador para controlar y 
brindar políticas públicas socioeconómicas para la debida garantía y regulación del derecho 
al trabajo. Es importante destacar que el mencionado código presenta de una manera 
evidente, los vacíos y la falta de implementación de leyes que protejan, que brinden apoyo, 
tranquilidad y acompañamiento a todos los trabajadores informales, porque es precisamente 
responsabilidad del Estado el tener desprotegido a los trabajadores informales al no 
brindarles un espacio exclusivo y necesario dentro de la ciudad para que pueda desarrollar su 
actividad comercial, y ejerzan el derecho al trabajo, ya que se considera como un derecho 
fundamental que tiene que ser respetado para llevarlo a cabo de una forma digna y justa, así 
como lo establece la norma. 
 
Por ello es que el Estado es el total garante de que el derecho del trabajo sea 
sistematizado dignamente, adecuando espacios necesarios y dignos para llevar a cabo a cabo 
el trabajo en cuanto al derecho informal, que así no sea regulado, es totalmente merecedor de 
mejores oportunidades y garantías para su debido cumplimiento al considerar éste como un 
trabajo digno y justo como cualquier otro trabajo, que aunque no cuente con las mismas 
instalaciones y objetos sociales, cuenta con personas con necesidades básicas como cualquier 
persona tiene, que deben ser suplidas con el trabajo para poder cumplir con aquellas 
necesidades y trabajar para poder subsistir del trabajo. 
En cuanto a las sanciones que actualmente el Código de Policía se encuentra 
imponiendo a todos aquellos vendedores informales, son meramente pedagógicas cuando se 
ocupe el espacio público en todas las violaciones de las normas establecidas en este Código, 
46 
 
pero adicionalmente de las sanciones pedagógicas, también existe otra problemática con el 
código y los trabajadores informales al decomisarles la mercancía objeto de trabajo con la 
que incurran en la ocupación al espacio público. 
 
Es por ello que gran cantidad de personas se oponen a las medidas tomadas y 
reguladas en el Código de Policía, debido a que las consideran sanciones que de una u otra 
manera abordan directamente los derechos laborales, de igual forma a el mínimo vital de los 
vendedores informales, ya que castigan imponiendo sanciones, en vez de promover medidas 
de protección o las adecuadas soluciones para proteger a todos los vendedores informales 
que no se encuentran vinculadas de una manera formal al mundo laboral. Es por ello, que 
actualmente la Corte Constitucional, ya entro a conocer el caso, y en sus manos se encuentra 
el estudio de la demanda que abarca la gran problemática del trabajo informal, llamado así 
por falta de oportunidades, de protección social y garantías proteccionistas por medio de 
políticas públicas socioeconómicas por parte del Estado para la debida regulación del mismo. 
 
El nuevo código de policía establece una serie de multas a quien ocupe indebidamente 
el espacio público, la cual vulnera el derecho a la propiedad ya que según el planteamiento 
expuesto en el periódico ámbito  jurídico, se encuentra que el código establece que se 
decomisará o se destruirá el material con el que se cometa dicha conducta, afectando así el 
comercio y por lo tanto el derecho al trabajo y por ende la dignidad humana pues para una 
gran parte de trabajadores colombianos los cuales se dedican al comercio informal usan éste 
para su sostenibilidad y garantizar su mínimo vital. 
 
El código de policía en su artículo 140, pasa por alto la realidad social que es 
cambiante, puesto que la economía nacional se desarrolla actualmente en la 
informalidad, pues además dicha norma vulnera los principios constitucionales de la Carta 
Política, ya que precisamente ésta es una Constitución garante, protectora de las derechos 
humanos de sus coasociados, pues indica la misma, que Colombia es una nación social y 
demócrata de derecho, la cual permite la pluralidad de ideologías y protección a la población 




El Estado debe proteger los derechos de dicha población vulnerada, puesto que es una 
situación discriminatoria al imponer multas por la invasión del espacio público, en vez de 
buscar un mecanismo para la reubicación de dichas personas, logrando así centros de 
comercio que garantice tanto el uso de del espacio público como el derecho a un trabajo 
digno y justo, que permita garantizar el mínimo vital y móvil para su subsistencia. 
 
1.7. Demostración jurisprudencial sobre la falta de unificación de criterios frente al 
trabajo informal en Bogotá D.C.  
 
La Corte Constitucional se ha pronunciado frente a la ponderación que se debe hacer 
entre los derechos en colisión que normalmente el derecho al uso del espacio público y el 
derecho al trabajo, si bien es cierto que el Estado debe garantizar el uso al espacio público 
solo se pondrá hacer un desalojo de los comerciantes informales siempre que se presente un 
proceso judicial previo o una autorización policial que lo autorice, aunque dice a su vez que 
es algo inadecuado generar más desempleo sin implementar estrategias que disminuya el 
mismo. Es una realidad el hecho de la necesidad de intervención del Estado en el trabajo 
informal, tratando de reubicar y educar a los trabajadores informales, permitiéndoles que se 
garantice su derecho a un trabajo digno, pues se debe tener en cuenta que esta actividad la 
ejercen tales personas para su subsistencia y la de su familia, pues al no contar con 
oportunidades laborales estables y bien remuneradas se ven obligadas a salir de la crisis 
económica mediante el trabajo informal. 
 
No puede sopesarse el interés general del uso al espacio público restringiendo el 
derecho al trabajo pues en este caso el interés particular debe primar ya que éste es un grupo 
social que está en condiciones de vulnerabilidad, pues al restringirles el derecho al trabajo a 
su vez se les estaría vulnerando los derechos a una vida digna, al mínimo vital  y derechos 
derivados. Éste órgano tiene una lista larga y escueta sobre el derecho al trabajo, la 
jurisprudencia después de su creación (con la Constitución en 19991), es basta y completa. 
En la Sentencia C-799 de 1998, con ponencia de Vladimiro Naranjo se afirma que: "Es cierto 
que el derecho al trabajo es fundamental, y, por tanto, su núcleo esencial es incondicional e 
inalterable. Pero lo anterior no significa que los aspectos contingentes y accidentales que 
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giran en torno al derecho al trabajo, sean tutélales, como si fueran la parte esencial. (Corte 
Constitucional. Colombia, 2016). 
 
Una derivación del derecho al trabajo podría convertirse en parte esencial del mismo 
derecho, cuando concurren, a lo menos, varios elementos, como son la conexidad necesaria 
con el núcleo esencial del derecho en un caso concreto, la inminencia de un perjuicio si se 
desconoce el hecho, merecimiento objetivo para acceder al oficio o para ejercerlo, la 
necesidad evidente de realizarlo como única oportunidad para el sujeto. Si se confunde el 
derecho fundamental con los derivados del mismo, se daría el caso de que todo lo que atañe 
a la vida en sociedad sería considerado como derecho fundamental, lo cual es insostenible. 
El derecho al trabajo, al ser reconocido como fundamental, exige la protección a su núcleo 
esencial, pero no la trae consigo la facultad de obtener una vinculación concreta, porque ésta 
también puede constituir una legítima expectativa de otros, con igual derecho. Así, pues, en 
aras del derecho a la igualdad, no hay que proceder contra los intereses ajenos, sino en 
concordancia con ellos, de suerte que se realice el orden social justo, es decir, la armonía de 
los derechos entre sí. 
 
Así las cosas, debe entenderse que el derecho al trabajo no consiste en la pretensión 
incondicional de ejercer un oficio o cargo específico, en un lugar determinado por el arbitrio 
absoluto del sujeto, sino en la facultad, de desarrollar una labor remunerada en un espacio y 
tiempo indeterminados." 
 
Evidencia del problema de la desigualdad en la protección en seguridad social 
 
2.1. La teoría de la igualdad y la perspectiva de Amartya Sen 
 
La teoría integral de Amartya Sen, (Sen, Entrevista a Amartya Sen, 2010) orienta el 
enfoque disciplinar del presente trabajo de investigación. Este concibe la eficacia 
normativa como parte esencial en la elaboración de una teoría jurídica; la presente 
investigación propone un estudio de eficacia de ciertas normas, es por ello, que se hace 
necesaria un visión nueva del derecho, la teoría integral realiza un estudio de la eficacia 
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de principios constitucionales, puesto que la concepción del derecho que tiene ésta 
escuela jurídica son los hechos, los fragmentos de realidad de los cuales está 
conformado un campo de estudio dado, y por otro lado lo esencial en el derecho es la 
eficacia, haciendo prioritario un diagnóstico de la aplicación de las normas, es por tanto 
que permitirá desarrollar una posible solución a la pregunta de investigación que se 
propone. Al respecto, Amartya Sen indica en su libro nuevo del estudio sobre la 
desigualdad, al analizar la presunta dicotomía entre el principio constitucional de 
libertad y el principio constitucional de igualdad, indica lo siguiente:  
 
En relación con el argumento de los apartados anteriores [sobre los pensadores que a 
más igualitaristas menos libertarios y viceversa] debemos insistir en que esta forma de 
considerar la relación entre igualdad y libertad es por completo defectuosa. Los 
libertarios creen que es importante que la frente disfrute de libertad. Con respecto a eso 
surgen inmediatamente preguntas como: ¿Quién, cuanto, como está distribuida, qué 
tipo de igualdad? De este modo, la cuestión de la igualdad se plantea como un apéndice 
de la afirmación de la importancia de la libertad. La propuesta de libertad debe ser 
llevada a cabo determinando la distribución de derechos entre las personas implicadas. 
 
Como se dijo, la importancia de la visión economicista de Amartya Sen, para efectos de este 
trabajo, estriba en su crítica al sistema Welfearista, cuestionando la limitada visión a los datos 
sociales presentes para determinar el estado de cosas de bienestar, el mismo Sen propone el 
siguiente ejemplo:  
 
Una de las mayores limitaciones de la aproximación welfarista reside en el hecho de 
que la misma colección de bienestares individuales puede encajar en muy distintos 
ordenamientos sociales, oportunidades y libertades. Un estado de cosas en el que los 
derechos de la gente son sistemáticamente violados difícilmente puede ser descrito 
como un “buen” estado de cosas, y lo desagradable de estos hechos no estaría reflejado 
adecuadamente en la pérdida de utilidad generada por estas violaciones. Por ejemplo, 
(…) A la población negra puede dársele pocas libertades dentro de un sistema de 
apartheid, y los “intocables” pueden disfrutar de muy pocos derechos en una sociedad 
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tradicional de castas, pero si la gente privada de este modo puede todavía ser feliz 
superando sus adversidades, el welfarismo se rehúsa a ver en este estado de cosas una 
situación peor que la reflejada en la escala de utilidades. (Sen, Entrevista a Amartya 
Sen, 2010)  
 
El concepto más importante en la teoría de Amartya Sen es la de capacidad, como se 
mencionó, Sen es un teórico que en sus propias palabras, más que idear un sistema justo, 
pretende identificar y eliminar del sistema social las injusticias, es por ello que en sus trabajos 
se tocan temas como la desigualdad, la pobreza, la hambruna, el deterioro económico de 
algunas castas sociales dentro del mismo núcleo nacional, etc.; teniendo esto presente, su 
concepto de capacidad se presenta como el “alma” social de las personas, es decir el conjunto 
de posibilidades que le permiten vivir de acuerdo a su libre albedrio, algunas personas tiene 
más capacidad que otras, por ello, aquellos que cuentan con gran capital pueden cambiar su 
profesión, su residencia, sus consumos diarios, sus relaciones interpersonales, etc. Y no 
experimentar un fuerte detrimento en sus posibilidades económicas y sociales; lo que no 
ocurre con la mayoría de personas de países sub-desarrollados como Colombia, que dependen 
de un salario limitado, residen en un único domicilio, y cuentan con las relaciones sociales y 
de consumo que sus expectativas económicas les permiten, haciendo casi imposible 
modificar esas circunstancias, generando en muchas ocasiones insatisfacción. La 
“capacidad” de Sen es esplicada por el mismo en una entrevista que se le realizó en 2010 por 
el Ph. Martin Legros. 
 
El término más próximo es el que utiliza Aristóteles, el de «dynamis», que en inglés se 
traduce por «capacity» y en francés por «puissance». La capacidad concierne a la vida 
humana, no exactamente a la manera como las vidas humanas suceden de hecho, sino 
al grado de libertad de que se dispone para llevar otro tipo de vida. Si usted considera 
que el tipo de vida que lleva no es bueno: ¿puede cambiarla?, ¿pude llevar otra? Esa es 
la idea y para expresarla necesitaba una palabra más amplia que la libertad o el poder. 
Alguien quiere comprar un Rolls; ¿tiene la libertad de comprar un Rolls? Sí; la tiene. 
Pero, ¿tiene la capacidad de tener un Rolls? La respuesta es que no. La «capability» 
está ligada a la libertad y otorgo una gran importancia al hecho de no hallarse impedido 
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de hacer alguna cosa. Alguna cosa me queda de la idea libertaria de opresión. Como 
crecí bajo el Imperio británico, la opresión es algo que conozco muy bien. Podría 
decirse que la «capability» es el equivalente del poder. Pero el término «poder» muchas 
veces tiene un sentido conflictual. Por eso necesitaba otra palabra, que se relacione con 
la libertad substancial de que disponen las personas: lo que son efectivamente capaces 
de hacer, lo que pueden permitirse hacer, lo que tienen los instrumentos para hacer. Y 
eso depende de su riqueza, de su educación, del tipo de sociedad en que usted viva… 
La aproximación de la capacidad se concentra en la vida humana y no solo en las 
comodidades que se han logrado como los ingresos o los productos básicos que alguien 
pueda poseer. Propone abandonar la focalización sobre los medios de existencia para 
interesarse por las posibilidades reales de vivir. (Sen, 2015). 
 
El problema estriba en la aplicación de la teoría de Sen sobre la complejidad que ignoran 
todas las teorías económicas que pretenden describir las condiciones en las cuales se presenta 
una utilidad social, esta idea tiene el cometido de describir a los derechos como 
procedimiento y fin en sí mismos, susceptibles de transacción, puesto que para los 
economistas en medio de su claridad y exactitud a despecho de los abogados, ciertos derechos 
si tienen mayor importancia sobre otros, y en consecuencia se debe contemplar la violación 
de derechos  como un incidente en el bienestar, aun cuando las mediciones objetivas 
determinen que el detrimento en el derecho no genera una considerable o relevante 
disminución en la utilidad. Por un lado, tenemos al ministerio de trabajo expresando un 
procedimiento para la protección de la “estabilidad reforzada” que con el permiso del lector 
se transcribe:  
Inicialmente se debe indicar que el empleador no puede dar por terminado unilateralmente 
el contrato de trabajo de la trabajadora que se encuentre en estado de embarazo, ni siquiera 
bajo el supuesto de una terminación por justa causa; el Código Sustantivo del Trabajo 
establece la protección especial a la maternidad y la prohibición de despedir a la 
trabajadora por motivo de embarazo o lactancia. (…) En cumplimiento de lo anterior, es 
necesario que el empleador solicite al Inspector de Trabajo el permiso para poder despedir 
a la trabajadora que se encuentra en estado de embarazo o dentro de los tres meses 
posteriores al parto, pues el despido sin el cumplimiento de los requisitos expuestos no 
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produce ninguna consecuencia jurídica como lo señala el Artículo 241 del Código 
Sustantivo del Trabajo, lo cual significa que el contrato de trabajo continúa vigente, la 
trabajadora sigue bajo las órdenes del empleador aun cuando éste no utilice sus servicios 
y por ende, las obligaciones del empleador respecto del pago de salarios y prestaciones 
sociales de ley. (Ministerio del Trabajo, 2000). 
 
Por el otro se cuenta con un alto índice de violación a dicha estabilidad, obligando a las 
mujeres que se encuentran embarazadas, o que ya han dado a luz a buscar nuevas fuentes de 
ingreso que le garantice un sostenimiento. Lo que al final se convierte en una compleja 
condición social. Esta afirmación se observará en el tercer capítulo, en donde con múltiples 
indicadores se demostrará la problemática de la mujer embarazada en el trabajo en Bogotá, 
y se encontrará la pertinencia de la teoría de Sen en cuento a la integralidad de los derechos, 
como medio de hallar las injusticias y proponer opciones de reducirla. 
 
2.2 Estrategia metodológica   
 
La presente investigación cuenta con un enfoque paradigmático mixto; encontrara a medida 
que se avance en la investigación fundamentaciones de carácter cualitativo y cuantitativo, 
soportadas éstas en datos cuantitativos. El método utilizado en la presente es el etnográfico, 
por cuanto se pretende describir dos aspectos en la forma de vida de la sociedad Colombiana, 
el político y el Jurídico, y se llevó acabo analizando la información oficial que evidencia las 
causas y consecuencias de los mecanismos para la eliminación de toda discriminación de la 
mujer en el acceso a los cargos del sector privado, y de otra parte mediante un trabajo de 
campo que estableció un contacto con la situación real, estableciendo una tensión entre la 
vida social y la teoría política. (Valles Arandiga, 2005, pág. 52) 
 
A manera de conclusión se puede afirmar que los mecanismos de protección de los principios 
de igualdad de género y de acceso a los cargos del sector privado y públicos, son ineficaces, 
de acuerdo con las evidencias que serán expuestas en el capítulo tres, aunque presenta una 
notoria tendencia de ser cada vez más aplicada, como se puede ver en la evidencia y en el 
comportamiento nacional del objeto de investigación. 
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La estrechez entre la disciplina del derecho y la teoría política no debe confundirse como una 
suplantación de una por la otra, una perspectiva netamente jurídica de la realidad no es 
suficiente para percibir los fenómenos sociales objeto de estudio, y menos aun cuando se 
maneja un enfoque disciplinar realista, es por ello que las ciencias políticas comprende 
principios e ideologías que fueron desarrollados en el transcurso de la historia. De lo anterior 
se puede deducir que una solución a la problemática que se plantea, solo puede encontrarse 
mediante la conjugación de disciplinas sociales que permitan abordar la complejidad de la 
realidad y descubrir las sutilezas que guardan los principios fundamentales en los cuales se 
mantiene cualquier clase de conclusión que establezca la ineficacia de los mecanismos de 
protección del valor constitucional de la igualdad establecido en el artículo 13 de la 
constitución (Kliksberg, 2005). 
 
Se pone de presente que esta es una investigación sociocultural y etnográfica, que tiene el fin 
de comprobar dicha afectación de las normas que establecen mecanismos de protección al 
derecho de acceso al sistema de seguridad social integral,  proponiendo como hipótesis la 
ineficacia parcial de dichos mecanismos, provocando la inconformidad de la población de 
informales frente a la falta posibilidades en el acceso, permanencia y salida del trabajo en el 
sector privado en Colombia, tanto en a nivel nacional, regional y local. 
 
Es posible verificar que hay un progreso en el acceso a las personas a la seguridad social, 
pero que dicho acceso aún está lejano para los trabajadores informales, por lo tanto, dicho 
acceso no es progresivo, lo que indica que, en realidad, lo que se observa es un retroceso que 
se camufla en un avance, es esta la idea que se pretende justificar mediante los medios de 
investigación disponibles (Bordeau, 2005). 
 
2.3. El estado de desigualdad en la seguridad social entre trabajadores formales e 
informales 
 
Una vez desarrollado el trabajo de campo y compararlo con la normatividad legal existente, 
evidenciamos que es útil desarrollar un plan de educación y de fomento del emprendimiento 
empresarial, buscando así, la formalización de la informalidad laboral, permitiendo que éste 
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contribuya al desarrollo económico del país, además del crecimiento económico y 
profesional y personal con trabajos y tratos dignos teniendo en cuenta el derecho a la 
igualdad, con el fin de que generen mayores ingresos lo cual les abre la posibilidad de 
ingresar al sistema de seguridad social y  una mejor organización en el ámbito laboral en el 
centro de la ciudad de Bogotá. 
 
Pues como lo establece Sen, la libertad es la distribución de derechos entre las personas 
mediante un mecanismo que permita la igual entre el mayor número de los asociados, y la 
capacidad “alma social” la cual se refiere a las capacidades que tiene cada persona para 
cambiar su estilo de vida, pues según las capacidades intelectuales, económicas, entre otras, 
permite que cada persona se desarrolle libremente. 
 
En el caso de la presente investigación se evidencia que lo que ella habla en su libro es 
lo que sucede en la realidad con los trabajadores informales pues aunque cada informal 
cuenta con la libertad de cambio de trabajo, es más que tienen el deseo que cambiar de 
actividad, contar con un empleo más estable y que les garantice mejores oportunidades, no 
cuentan con la capacidad de hacerlo, pues con su bajo nivel de educación y su edad no logran 
competir con los perfiles solicitados por las empresas, así como tampoco cuentan con el 
presupuesto económico para su reorganización y formación de pequeñas microempresas, lo 
cual genera que tal población viva sometida a dichas circunstancias y no se puedan 
desarrollar libremente. 
 
Es por eso que se plantea la necesidad de intervención estatal en la que se brinde 
educación a los informales, pero no solamente es una educación en cuanto a la estructura 
empresarial, sino de aprendizaje de mecanismos idóneos para cada uno de los trabajadores, 
que con ello formen una empresa perdurable que permita que dichos trabajadores tengan una 
estabilidad laboral eficiente. 
 
 
El medio utilizado para demostrar la situación socio jurídica problémica es la entrevista 
realizada a un profesional del Derecho Laboral y la Seguridad Social de la Universidad Libre, 
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debido a que esta es una técnica de recolección de información la cual se organiza mediante 
una serie de preguntas planteadas en un cuestionario. El enfoque que se le dio a la entrevista 
va dirigido a las a establecer cuales son las características del sistema de seguridad social y 
porque no se han logrado incluir a los trabajadores informales dentro del mismo.  
 
Por lo anterior, las preguntas planteadas tienen como fin conocer realmente el por que en 
Colombia no existe un sistema mas viable para que los trabajadores informales logren hacer 
parte  de la seguridad social, es por esto que el cuestionario se enfoca en temas como la 
normatividad vigente en la regulación del sistema de seguridad social, su historia, sus 
principales problemáticas en la ciudad de Bogotá, el por que de la falta de inclusión de los 
trabajadores informales al sistema de seguridad social debido a la ineficacia de políticas 
publicas por parte de la administración del Estado en regular la normatividad con el fin de 
garantizar y proteger el derecho al trabajo. 
 
En la entrevista efectuada se logra entrever que, si bien el sistema de seguridad social tiene 
un carácter universal, en la aplicación formal no se logra identificar esta afirmación ya que 
se presentan condiciones tango generales como especificas por lo que algunos sectores de la 
población no logran ser incluidos dentro de este, en este caso los trabajadores informales. 
 
Otro punto de gran importancia que pretenden demostrar las preguntas planteadas en la 
entrevista es el de identificar cuáles son los factores sociales, económicos y culturales que 
influyen en la decisión de ejercer la practica del trabajo informal, que en consecuencia afecta 
directamente la inclusión en el sistema de seguridad social. 
 
De igual manera se lograron determinar las condiciones en las cuales funciona  
el sistema de seguridad social actualmente, cuales son sus ventajas y desventajas y cuales 
son las proyecciones a futuro de la estabilidad del sistema, esto con el fin de establecer 
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caminos viables para el ingreso de los trabajadores informales, también se identifican cuales 
son las bases normativas y legales que rigen el sistema su marco histórico y jurisprudencial. 
 
Con todo lo anterior, se determina por medio de la entrevista realizada a un estudioso del 
Derecho y especialista en el campo Laboral y de la Seguridad Social, la problemática 
existente en la centro de Bogotá, la gran cantidad de trabajadores informales pretendiendo 
ejercer su derecho al trabajo, pero que por falta de educación y oportunidades no han podido 
incluirse al sistema de seguridad social para dejar de ser informal y volverse parte de los 
trabajadores formales. 
 
Por medio de la entrevista al Doctor Jorge Ramírez, abogado especialista en Derecho 
Administrativo y Derecho Urbano, se infiere que las políticas distritales de la ciudad de 
Bogotá, durante las últimas administraciones son tan variables, que eso genera un impacto 
sociojurídico, ya que la aglomeración de trabajadores informales crece anualmente, por la 
llegada de personas de diferentes lugares del país, ocasionando un impacto grande en la 
economía. La Seguridad Social desde este ámbito, debe acoplarse a la sostenibilidad 
financiera, para que esta población logre adecuarse, de tal manera que sean ofrecidos estos 
servicios, por parte del Estado, si bien existen proyectos de Estado para la consecución de la 
pensión, en las personas adultas que no cumplen con los requisitos para la pensión (edad y 
tiempo trabajado), estas son insuficientes para la supervivencia en la culminación de la vida.  
Es de conocimiento de las entidades públicas, que Bogotá al ser la capital del país, y con base 
en la dificultad social que viven otras ciudades, departamentos y municipios, están llegando 
por diferentes motivos y al no conseguir empleo rápidamente, tienden al trabajo informal, 
como medida desesperada, para conseguir ganancias. Ahora bien, desde el punto social que 
debe ser garantizado por el Estado, la búsqueda de un menor impacto, se hace necesaria ya 
que la reubicación de esta población no genera un impacto favorable, el hecho de no obtener 
una seguridad social integral, para que en el futuro obtengan una pensión, convierte esto en 
una problemática que tiende a crecer, ya que las oportunidades no son las mejores y la llegada 
de un número significativo de personas, hace que sea difícil la búsqueda de soluciones. Desde 
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el Gobierno Distrital se pueden subsidiar el tema concerniente a la salud pero difícilmente se 
podrá, para la cotización mensual para pensión.  
 
La búsqueda efectiva de la seguridad social integral, que corresponde a lo plasmado en la 
Constitución Política, debe ser tratada desde los medios idóneos, sea formalizando esta labor, 
entendiendo que se convirtió en una forma para suplir las necesidades básicas, ya que si bien 
el espacio público es un derecho protegido en nuestra legislación, en primer término por la 
Carta Política, la búsqueda de soluciones a una problemática como esta, debe radicar en la 
teoría de ponderación y proporcionalidad.  
 
Por tal razón, la política pública, teniendo en cuenta la sostenibilidad financiera, la búsqueda 
de generación de empleo integral, para estas personas que no encuentran un trabajo formal, 
entendiendo que muchas tienen capacidades de entrar allí, pero la dificultad de conseguir 
trabajo, lo hace difícil; además de posturas más flexibles, desde un punto social, encaminado 
a disminuir la desigualdad y no entrar en un choque constitucional entre dos derechos 
protegidos por la constitución, como es el espacio público y la seguridad social, se debe 
entender así, que ésta al ser universal, debe darse a cada uno de los ciudadanos en el territorio 
nacional y si esto no está pasando, deben crear políticas que proporcionen un mayor beneficio 
a la población y disminuir las tasas de informalidad.  
 
2.4 Corroboración fáctica del estado de desigualdad de los trabajadores informales en 
la protección de la seguridad social 
 
La presente investigación se fundamenta en un paradigma socio-crítico, que tiene, 
elementos positivistas y humanistas, su finalidad es la identificación del problema socio-
jurídico y con base en el análisis de la realidad, lograr la emancipación del ser humano y 
generar un cambio respecto de las garantías laborales que se le deben brindar a los 
trabajadores informales. Desde el punto de vista empírico, se llevó a cabo un trabajo de 
campo, que tuvo los siguientes aspectos y resultados: usamos como herramienta la 
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observación científica para poder establecer de forma cuantitativa los componentes que 
estructuran el derecho al trabajo, y así realizar un análisis para plantear políticas públicas que 
integren al régimen laboral a los trabajadores informales. Clasificamos éste trabajo de campo 
en categorías las cuales se dividen así: 
 
CATEGORIA 1 TRABAJO: Se observa cómo el trabajo es pieza fundamental en la 
vida del ser humano, así éste trabajador se vea en la necesidad de realizar una labor que no 
está contemplada en las leyes preexistentes del país. 
 
CATEGORÍA 2: PUESTO DE TRABAJO: Lugar en donde es desarrollada toda 
actividad comercial y laboral. En esta Categoría se observa cómo estos vendedores han 
ocupado el espacio público, para poder encontrar su sustento diario, a pesar de la inclemencia 
del clima, que es variable en el centro de Bogotá; e igualmente si bien aparentemente es un 
puesto de trabajo fijo, este se traslada según las condiciones dadas y la persecución por parte 
de las autoridades.  
 
CATEGORÍA 3: INGRESOS: Es la cantidad monetaria que recibe toda persona por 
ejecutar la prestación de sus servicios laborales. 
Se observó en esta Categoría que los ingresos de estos vendedores informales es mínimo, es 
decir, no cubre los ingresos básicos establecidos anualmente, es decir, el Salario Mínimo, 
este es un grave problema para la mayoría de los vendedores ambulantes, que no cubren sus 
necesidades básicas.  
CATEGORÍA 4: MOTIVACIÓN: Es la causa por la cual una persona es incentivada 
por un medio para satisfacer una necesidad. En la observación realizada por dos días se logra 
captar que estos trabajadores ambulantes decidieron seguir esta senda por el hecho de querer 
ser independientes, esta es la razón más común, la segunda motivación fue el hecho de no 
encontrar trabajo formal, por tener una edad mayor, por bajo nivel educativo, debiendo así 
optar por este oficio. 
 
CATEGORÍA 5: VINCULACIÓN AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL: Es la 
afiliación a la protección social que cubre las necesidades básicas socioeconómicas. Se 
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observó que es una cifra mínima y escasa aquellos que tienen vinculación al Sistema de 
Seguridad Social, se evidencia claramente que los subsidios que el Estado brinda son 
ineficaces e ineficientes, para cubrir a esta población e igualmente la mayoría está 
desprotegida, por ende, ni están cotizando para la pensión, ni están dentro de una EPS. Las 
encuestas se realizaron a 50 vendedores informales del barrio San Victorino el 8 y 9 de enero 
de 2015. Dichas encuestas y categorías se demuestran en las siguientes graficas: 
 
 
Ilustración 1 Tasa de informalidad 
Referencia: Creación propia 
 
Los trabajadores encuestados son conscientes y reconocen que la actividad que 
ejercen es informal, pero acuden a ésta con el fin de poder garantizar su subsistencia 





Ilustración 2 Tasa de arriendos formal e informal 
Referencia: Creación propia 
 
Las poblaciones de muestra responden al tipo de puesto de trabajo, afirmando que no 
es propio, sino se ejerce en el espacio público, es por eso que es un lugar el cual no genera 
estabilidad ya que pueden ser removidos en cualquier momento por la fuerza pública, además 
de tener que soportar con los malos tratos de algunos transeúntes. 
 
 
Ilustración 3 Oportunidades de ingreso en Bogotá D.C. 2017 





En la presente grafica se evidencia como el índice más alto es la independencia con 
un número de 24 personas quienes contestaros que desarrollan el trabajo informal por ser 
independientes, no tener que cumplir instrucciones laborales respecto del horario, las 
actividades, descansos, etc. Pero otra de las motivaciones más altas es el de falta de 
oportunidad con un número de 19 trabajadores, ya que la gran mayoría de las personas que 
se dedican a esta actividad no cumplen con el requisito de educación y edad que piden las 
empresas a la hora de contratar. 
 
 
Ilustración 4 Ingresos en Colombia 
Referencia: Creación propia 
 
De los 50 trabajadores encuestados se evidencio que la mayoría coincide en que 
alcanzan a cumplir con un salario mínimo leal vigente, a pesar de la competencia y 
condiciones de vulnerabilidad en la que trabajan debido al clima, a la fuerza pública y a que 






Ilustración 5 Vinculación al sistema de seguridad social 
Referencia: Creación propia 
 
32 trabajadores de los 50 encuestados, no cuentan con vinculación a la seguridad 
social puesto que no cuentan con ningún subsidio económico por parte del Estado que les 
permita cubrir siquiera un porcentaje de cotización al sistema, y si lo hacen de manera 
independiente tiene costos elevados que no pueden cumplir. 
 
Se entrevistó el día sábado 31 de enero de 2015, al Señor Walter, quien ha ejercido el 
comercio informal por más de 15 años, Lo que motivo a entrevistar a esta persona fue su 
percepción frente al derecho del trabajo, puesto que durante muchos años de su vida estuvo 
vinculado a las fuerzas militares pero tras su retiro y no apoyo económico por parte del 
Estado, inicio su vida laboral como comerciante informal; lo que permite observar la 
inconformidad del entrevistado frente a la gestión administrativa en su inclusión de los 
trabajadores informales a la legislación laboral  nacional. 
 
Al dialogar con este trabajador informal, se confirmó que es difícil vincularse a la 
Seguridad Social para ellos. Manifestó no tener el suficiente conocimiento sobre este tema, 
no tiene información acerca de cómo realizar dicha vinculación. Afirmó que sus ganancias 
no son suficientes, eso sí, a pesar de manifestar que gana más de un salario mínimo. Es decir, 
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este trabajador no tenía la facilidad por culpa del conocimiento y también, por la falta 
económica, de tener dicha vinculación. 
 
Sin lugar a dudas el ingreso a un trabajo formal es tema fundamental, sobre esto dicho 
trabajador informal nos manifestó que gana más de un salario mínimo, a diferencia de las 
encuestas vemos en él una visión más positiva, éste manifiesta que no le interesa trabajar en 
otra cosa, porque de alguna u otra manera él es su propio jefe, y cumple el horario que quiera, 
sin verse forzado a discusiones o a recibir órdenes.  
 
Dicho trabajador ha sido víctima, y ha visto ser víctima de las autoridades a demás 
trabajadores informales, que buscan conservar de alguna u otra manera el espacio público, él 
no entiende porque buscan esto, por encima del beneficio de estos trabajadores que no están 
robando, sino buscando un sustento para su familia. Manifiesta que hay personas que están 
en las grandes esferas del poder y parece que solo les interesa su beneficio, y el de unos 
pocos.  
 
Podemos concluir con esta entrevista que en Bogotá existe una desigualdad frente a 
estos trabajadores informales, y que las autoridades los persiguen por el hecho de invadir el 
espacio público, evadiendo de alguna u otra forma, el problema social que representa esto, 
dirigiéndose a otro problema, sin solucionar el de los trabajadores informales, es decir, 
desconociendo que en la Constitución Política y los Tratados Internacionales ratificados por 
Colombia se defiende el derecho al trabajo, y es visto así como un derecho fundamental.  
 
3.1. Corroboración teórica y jurídica del estado de desigualdad como consecuencia de 
los problemas legales actuales. 
 
El concepto de la utilidad se ha asociado desde Jeremy Benthan a los estados de felicidad, 
deseo y placer, la gran máxima de esta corriente es la mayor felicidad para el mayor número. 
Implícitamente esto determinó "una medida cardinal de utilidad que hacía posible las 
comparaciones interpersonales. Tales cómputos pretendían revelar la intensidad de las 
preferencias individuales, cosa que únicamente es posible mediante declaraciones 
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personales, y asumían acríticamente que todos los individuos tienen idéntica funciones de 
ingreso y utilidad. Se seguía entonces que solo se alcanza una asignación óptima de los 
recursos cuando la distribución del ingreso fuera absolutamente igualitaria". Por su parte, la 
utilidad ordinal como ofelimidad significa lo que hace a un bien deseable para el consumidor 
convirtiéndolo realmente en un bien o no. Se refiere, pues, a "los resultados que cada 
individuo pretende obtener y maximizar con su renta, con independencia del carácter 
beneficioso o perjudicial del resultado y de la naturaleza del fin que se proponga alcanzar" 
(Carreras, 1992). 
 
Un dilema social toma la forma de lo que John Dewey, el filósofo y teórico de la educación 
norteamericano, llamaba “batalla dentro de uno mismo” (Dewey, 1932). “La batalla”, tal 
como planteaba Dewey, “no se da entre un bien que le resulta evidente y algún otro que le 
atrae pero que sabe que es malo, mas bien, se da entre valores que sin duda son bienes cada 
uno en su sitio, pero que interfieren el uno con el otro” (Dewey, 1932)  
 
Despues de analizar autores como Hofmann (Hofmann, 2012) y Jeremy Waldron (Waldron, 
2005), se a determinado que tal vez la definición de una serie de principios, valores y 
derechos fundamentales sea el carácter que más se repite dentro de las múltiples definiciones 
de lo que es un estado social de derecho. De acuerdo con la concepción encontrada en Dewey 
(Dewey, 1932, pág. 37) y Ronald Dworkin (Dworkin, 2000, pág. 122), todos los principios, 
derechos y valores asumidos por un Estado como premisa fundadora o constitucional, se 
tornan en compromisos que deben ser respetados por todos , pero son pocas las ocasiones en 
las que se observa un verdadero estudio de las implicaciones de hacer acuerdos sociales que 
no se permiten romper, en cuento a este punto se puede referencias al Dr. López Medina, el 
cual es su obra “el derecho de los Jueces”, hace hincapié en señalar que el trabajo de 
estructurar líneas jurisprudenciales tiene un fin claro: 
 
Esta especificación o estructuración de los conceptos en líneas jurisprudenciales ayuda a que 
definamos, en serio, que tipo de garantías mínimas estamos dispuestos a concebir como 
derechos fundamentales. (…) ¿Qué es un derecho fundamental en últimas? Si me permiten 
una definición casera, yo diría que un derecho fundamental es la decisión política y moral 
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que hemos tomado de respetarle a una persona una libertad o una prestación así se caiga el 
mundo (López Medina, 2016). 
 
Al respecto el economista y pensador Amartya Sen, ha planteado un modelo que permite 
abordar la problemática de la igualdad desde un punto de vista práctico y desde un punto de 
vista teórico, en uno de los tantos ensayos que publico en vida, es posible observar varios 
aspectos de su modelo desde una perspectiva teórica, en principio, el problema radica en 
asumir que existen una serie de valores que socialmente se deben respetar y garantizar sin 
importar los costos o consecuencias; y por o tanto la responsabilidad de buena parte del 
sistema jurídico, es identificar el valor y la importancia de cada uno de ellos, para comprobar 
si justifica el costo social que implica garantizarlos. Frente a este problema que para Sen es 
un “dilema social”, se ha planteado que su tratamiento no ha sido el acertado, y por lo tanto, 
no ha contado con un manejo adecuado teniendo en cuenta su categoría de dilema social, esto 
es posible observarlo en el siguiente aparte de un artículo sobre la desigualdad que publicó 
Amartya Sen en el año 2000: 
 
Si un dilema privado es una batalla dentro de un individuo, en un dilema social ese conflicto 
se da entre valores diferentes, cada uno de los cuales demanda atención pública. (…) En el 
caso de que esta sea la manera correcta de pensar sobre los dilemas sociales, la primera cosa 
que debemos hacer es examinar que son esos valores que entran en conflicto entre sí y por 
qué inicialmente les aceptamos como valiosos ¿por qué aceptamos que son compromisos 
sociales que una sociedad justa tiene que respetar? (Barker, Sen, Dworkin, Hirschman, & 
Hobsbawm, 2000). 
 
El dilema que plantea Sen frente a la igualdad radica entre la diferencia de su teoría Integran, 
frente a la teoría Welfarista. El welfarismo está basado en la evaluación de las capacidades 
de los individuos, que consisten en las oportunidades que estos tienen de conseguir 
funcionamientos de valor o estados de ser. Esta teoría se fundamenta en los trabajos 
académicos generales desarrolladas por los teóricos norteamericanos Abram Bergson y Paul 
Samuelson, pero que posteriormente fueron criticadas y perfeccionadas por el premio nobel 
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de economía Kenneth Arrow, estas consistían en pensar que toda la economía normativa y 
en general la actividad Estatal y particular debía fundamentarse en cuatro reglas: 
 
1. La conducta humana como aquel comportamiento racional que se dirige a maximizar 
la utilidad. Por lo tanto el gobiernos solo es responsable de maximizar el bien social. 
2. Las disciplinas económicas y sociales solo deben tener en cuenta todo aquello que 
lleve a un estadio de bienestar. 
3. El estado de cosas beneficiosas solo es el resultado de ejecutar un análisis de costo y 
beneficio. 
4. Finalmente, cualquier sociedad funciona dentro de ciertas reglas acordadas. Pudiendo 
estas reglas dejar bastante espacio para el desacuerdo más allá de la limitada clase de 
principios de evaluación acordados. 
 
El punto de vista de Sen versa sobre una visión de los derechos “integrada”, esta se presenta 
como una alternativa a al dominante doctrina welfearista, la cual vea a los derechos como 
algo importante socialmente, aunque no con exclusiva necesidad, lo que separa esta 
perspectiva de las clásicas corrientes jurídicas; esta observa la complejidad de le situación, 
por ejemplo un estado de cosas en el que hay violaciones de derechos sufre en 
empeoramiento,  más hay que recordad que no necesariamente todos los derechos son 
igualmente importantes y unos pueden llegar a colisionar con otros debiendo ser considerada 














A lo largo de la investigación y a partir del concepto de Sen y Ahumada, se evidencia 
que, la problemática del trabajo informal se debe a la falta de igualdad social, pues aunque 
este es un Estado Social de Derecho, no se garantiza la igualdad de derechos y oportunidades 
entre la población, pues siempre prospera la discriminación por el nivel social y económico 
de la misma.  
 
El nivel de educación en la población es precario, y la desigualdad por la situación de 
pobreza es abismal, lo cual lleva a estos ciudadanos a acudir a la informalidad para obtener 
su mínimo vital y móvil. Es por esto que los autores proponen, la restructuración de los 
programas implementados por el gobierno nacional, esto es específicamente el Registro de 
Ventas Populares, programa que tenga más publicidad, lo cual permita que la población 
informal se inscriba en el programa lo cual les permite poder acceder a beneficios, pero a su 
vez permite que el Estado pueda manejar estadísticas acerca del trabajado informal en 
Bogotá. 
 
Que las personas que se inscriban en dicho programa puedan acceder a la reubicación 
en centros de acopio con las condiciones necesarias, el factor comercial lo cual sea más 
rentable para los trabajadores informales y se les dignifique la actividad laboral y no como 
hasta el momento se ha desarrollado, pues se han reubicado pero en sitios poco comerciales 
que obligan a la población informal a desplazarse de ese sitio y establecerse en un lugar con 
mayor afluencia de personas. 
 
Los trabajadores informales que se inscriban en el Registro antes mencionados, 
puedan acceder a una educación y de esta manera los trabajadores se desarrollen en el ámbito 
de su especialidad como nuevos emprendedores, permitiéndoles tener las capacidades 
necesarias para poder competir con los perfiles que busca la sociedad por medio de los 




La capacitación empresarial contribuirá a la generación de nuevas fuentes de empleo 
de calidad, que pueda permitir la subsistencia tanto de los trabajadores informales como de 
terceros; cabe resaltar que el Estado debe brindar asesoría y apoyo financiero a los 
trabajadores informales, para que puedan registrar sus pequeñas empresas de manera formal, 
con beneficios especiales para que sea posible su sostenibilidad. Se establece que, aunque la 
Cámara de Comercio brinda asesoría estos mecanismos no son suficientemente conocidos 
por esta población. Otra opción es desarrollar cursos de emprendimiento entre dicha 
población, considerando un énfasis en economía solidaria a fin de que ellos se organicen en 
alguna de sus modalidades y así poder tener un reconocimiento social, político y jurídico. 
 
El Estado debe implementar una política pública de subsidios, para que dichos 
trabajadores se afilien al sistema de seguridad social (salud- pensión- riesgos laborales-
servicios sociales complementarios), pero la realidad refleja un gran índice de deficiencias y 
vacíos, generando un número elevado de inconvenientes para dicha afiliación, es por esto 
que, en el trabajo de campo se demostró que la mayoría de trabajadores informales aseguran 
que no cuentan con la economía y los ingresos suficientes para poder cotizar a éste sistema 
de seguridad social, debido a que la cotización como trabajadores independientes es muy 
alta, pues aunque existe el régimen de solidaridad este solo cubre el sistema de salud, pues 
en el de pensión es necesaria la cotización, además como se mencionaba anteriormente la 
calidad de servicios prestados en el régimen subsidiado no es el mejor. 
 
 Por lo anterior, consideramos que el Estado debe abrir una nueva alternativa de 
vinculación al sistema, en que se formalice la informalidad y se brinden subsidios, brindar 
un subsidio del mismo porcentaje que debería cotizar el empleador en un trabajo formal, y 
que dichos trabajadores aporten el porcentaje faltante, tomando asi el Estado la calidad de 
“Empleador”, lo cual permita que ante circunstancias tales como la muerte, la invalidez o la 
vejez puedan acceder a una pensión digna.  
 
 La desigualdad como cualquiera de las categorías más generales de las ciencias 
sociales, no tiene un concepto o significado unitario, y se adapta a cada uno de los campos 
que la estudia, además de que los conflictos teóricos que se suscitan frente a este principio 
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incorporan dilemas sociales, es decir, cuestiones prácticas que obligan al observador a 
determinar si debe prevalecer acciones que aseguren la igualdad, o si por el contrario, estas 
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